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Diagnóstico de la frontera 
Ecuador -Colomb.ia* 

A partir de 1999 se comenzó a aplicar en Colombia un plan político, 
militar, social y económico, que tiene como objetivos combatir el narco­
tráfico y la violencia armada en ese país. El Plan Colombia ha contado en 
sus tres primeros años de aplicación con el apoyo del gobierno de Esta­
dos Unidos de América, el cual ante las reacciones de los gobiernos an­
dinos, y dentro de su política antinarcóticos hacia la región andina, creó 
un plan de seguridad que abarca al conjunto de la mencionada región, la 
Iniciativa para la Región Andina (ARI, por sus siglas en inglés). 

La Iniciativa Regional Andina está concebida como un programa de 
asistencia internacional, por un monto de USD 782 millones para el año 
2002, que busca asistir a los gobiernos andinos en sus esfuerzos por "for­
talecer las instituciones democráticas, mejorar su capacidad para pro­
veer servicios, crear un sistema judicial más transparente y eficiente, 
proteger los Derechos Humanos, reducir la corrupción, e incrementar las 
oportunidades de empleo legal".l Aun cuando la ARI presta una mayor 
atención a la política antinarcóticos, y a Colombia especialmente, los 
otros gobiernos de la región han buscado activamente participar de la 
asistencia internacional, bajo el supuesto de que tanto el conflicto vio­
lento como el narcotráfico colombianos podrían moverse más allá de las 
fronteras de este país, involucrando a los otros estados de la región. 

El gobierno ecuatoriano ha impulsado firmemente esta posición, 
considerando que la prevención del "derrame del conflicto colombiano" 
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hacia el Ecuador es un tema prioritario en su agenda de seguridad.2 La 
política de seguridad ecuatoriana pretende prevenir que grupos guerrille­
ros, facciones paramilitares y grupos e individuos vinculados al narcotrá­
fico y la delincuencia de origen colombiano se asienten en el país, trasla­
dando sus operaciones militares o ilegales a territorio nacional. Esta po­
lítica de seguridad preventiva se pretende además que provea alternati­
vas económicas para las poblaciones residentes en la frontera con Co­
lombia; poblaciones que se caracterizan por un alto índice de pobreza y 
carencia de fuentes de empleo legal.3 

Tanto los factores internacionales que hemos descrito brevemente 
como las políticas domésticas de seguridad de los gobiernos ecuatoriano 
y colombiano han determinado, entonces, que la frontera Ecuador-Co­
lombia haya adquirido relevancia en la agenda estatal. Esta nueva rele­
vancia, sin embargo, está marcada por la vigencia e intensificación del 
conflicto colombiano, de manera que los lentes a través de los cuales se 
mira a la zona de frontera Ecuador-Colombia están distorsionados por la 
búsqueda de amenazas para la seguridad de los estados-nación. 

La perspectiva con la que hemos tmbajado el proyecto de investiga­
ción y el presente informe es la de describir cómo el conflicto colombia­
no, y la política de seguridad del Estado ecuatoriano está afectando a la 
institucionalidad política, la economía y la sociedad de la frontem Ecua­
dor-Colombia. Desde esta perspectiva, hemos buscado no tanto las ame­
nazas de seguridad a la integridad física del territorio ecuatoriano, o los 
indicadores de difusión del conflicto colombiano hacia el área controla­
da por el Ecuador, que es la perspectiva prevaleciente en el discurso de 
seguridad estatal ecuatoriana, sino identificar los recursos organizacio­
nales (gubernamentales, no gubernamentales y socio-culturales) que po­
drían servir para seguir la evolución de los conflictos violentos que tienen 
lugar en la zona fronteriza, y los daños que esos conflictos puedan causar 
a la seguridad física y a la supervivencia de la población que vive en esa 
área. De igual manera, hemos buscado precisar qué efectos pueden atri­
buirse al conflicto colqmbiano -y a la respuesta estatal ecuatoriana ante 
lo que considera una amenaza de seguridad-, y cuáles otros dependen de 
variables estructurales prevalecientes en la zona, y de las políticas do­
mésticas del gobierno ecuatoriano. 

La identificación de esos recursos nos ha permitido construir un 
diagnóstico de línea de base para crear en el futuro inmediato un sistema 
de observación permanente de la frontem Ecuador-Colombia. 
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Diagnóstico de la Frontera Ecuador-Colombia 

El presente diagnóstico describe la situación actualmente imperan­
te en la frontera Ecuador-Colombia, en el lado ecuatoriano. La informa­
ción comprende únicamente a las provincias ecuatorianas directamente 
colindantes con Colombia, a saber: Esmeraldas, Carchi y Sucumbíos (ma­
pa). l..os datos recabados abarcan cuatro áreas temáticas clave: presencia 
institucional del Estado ecuatoriano, seguridad, comercio binacional 
Ecuador-Colombia y tejido socio-cultural. 

Ficha técnica de la investigación 

La investigación en la que se basa el presente informe fue realizada 
por el Centro Andino de Estudios Internacionales de la Universidad An­
dina Simón Bolívar (CAEI). 

El equipo de campo estu­
vo conformado por cinco estu­
diantes de los programas de 
maestría de la Universidad: Ya­
mlle León, Alicia Guzmán, Nin­
fa Patiño, WIlfredy Bonilla y Eva 
Inés Guitibonza; la coordina­
ción del proyecto estuvo a car­
go de Pablo Andrade, profesor 
del Programa de Estudios Lati­
noamericanos, y miembro del 
CAEI. 

El trabajo de campo abar-

Hemos buscado precisar qué efectos 
pueden atribuirse al conflicto 

colombiano -ya la respuesta estatal 
ecuatoriana ante lo que considera 

una amenaza de seguridad-, y 
cudles otros dependen de variables 

estructurales prevalecientes en la 
zona, y de las políticas domésticas 

del gobierno ecuatoriano. 

có tres provincias fronterizas ecuatorianas, Esmeraldas, Carchi y Sucum­
bíos. Se identificaron cuatro áreas temáticas a investigarse (institucional, 
de seguridad humana y policial-militar, comercio fronterizo binacional y 
tejido socio-cultural), y seleccion.aron indicadores para cada uno de 
elIos.4 La información pertinente a cada indicador fue levantada de bases 
de datos, documentos oficiales, entrevistas con oficiales nacionales, au­
toridades locales, responsables de organizaciones no gubernamentales y 
líderes de asociaciones de la sociedad civil.s 

CARACTEmSTICAS GENERALES DE LA FRONTERA 

La frontera Ecuador-Colombia comprende una extensión de 590 
km2, Y se extiende desde el océano Pacífico hacia el este, pasando por las 
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Mapa político y geográfico del Ecuador. 
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dos vertientes de la cordillera de los Andes, hasta la Amazonia (mapa). La 
población total de las provincias fronterizas, de acuerdo al censo de po­
blación del año 2000, es de 668431 habitantes, siendo la provincia de Es­
meraldas, ubicada en la Costa, la más poblada. La mayoría de la pobla­
ción vive en áreas rurales, como puede apreciarse en la tabla 1. 

Tabla 1 
Composición demográfica de las provincias fronterizas 

Provincia 

Carchi 
Esmeraldas 
Sucumbíos 

Población total 

152304 
386032 
130095 

Área urbana 

71803 
157 138 

50509 

Área rural 

80501 
228894 

79586 

Fuente: Instituto Nacional de Estadísticas y Censos, INEC, VI Censo Nacional de Población 
yVivienda, noviembre de 2001, Resultados preliminares, http://www.inec.gov.ec 

Estamos hablando, además, de provincias en las que existen gran­
des desigualdades sociales (tabla 2). La pobreza existente debe conside­
rarse para una gran parte de esa población como estructural e intergene­
racional. A las condiciones de pobreza existentes en la zona debe añadir­
se la presencia de una fuerte diversidad étnica, que desde la década de los 
noventa ha sido crecientemente transformada en diferencias políticas. 
Así, únicamente Carchi puede ser considerada una provincia étnicamen­
te homogénea, y sin presencia significativa de movimientos etno-políti­
cos, mientras que la población de Esmeraldas es mayoritariamente de as­
cendencia africana, y en afio s recientes se ha organizado como ~Ipueblo" 
bajo el liderazgo del movimiento afro-ecuatoriano,6 existiendo además 
pequefios grupos indígenas organizados. Finalmente, en Sucumbíos nos 
encontramos con una población mestiza de reciente migración al área, y 
comunidades y grupos indígenas (cofán, quichua y secoya) de larga resi­
dencia y políticamente activos.7 
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Tabla 2 
Porcentaje de pobreza en la frontera norte 

Provincia 

Carchi 
Esmeraldas 
Sucumbíos 

Fuente: SIISE, 2002. 

% de pobreza 

85,00 
74,55 
73,78 

En suma, cuando nos referimos a la frontera norte estamos hablan­
do de una región geográficamente diversa, relativamente poco poblada, 
demográficamente rural, étnicamente diversa y pobre, donde la integra­
ción de la población al Estado mediante la provisión de bienes y servicios 
que incrementen el bienestar y las libertades de desarrollo humano de la 
población ha sido secularmente débil. Esta caracterización, ampliamen­
te conocida en el Estado ecuatoriano, ha sido determinante para elegir el 
tipo de objetivos y estrategia de seguridad que el gobierno ecuatoriano ha 
creado para el tratamiento actual de la frontera con Colombia.8 

PREsENCIA INSTITUCIONAL DEL ESTADO ECUATORIANO 

El gobierno ecuatoriano, en su estrategia de seguridad de la fronte­
ra norte, ha identificado como una amenaza mayor a la seguridad la dé­
bil presencia institucional del Estado. Más allá de la existencia física de 
destacamentos y bases militares, y oficinas de agencias gubernamenta­
les, el gobierno ecuatoriano ha advertido que la presencia del Estado co­
mo parte de la vida cotidiana de los habitantes de las provincias fronteri­
zas es pobre, por lo que la política de seguridad propone objetivos tales 
como fortalecer la vigencia del Estado de Derecho, e impulsar el desarro­
llo social y económico (provisión estatal de bienes y servicios).9 

El gobierno pretende alcanzar esos objetivos mediante acciones po­
líticas, militares y de desarrollo, habiendo otorgado una alta prioridad a 
estas últimas, y creado una unidad administrativa, directamente depen­
diente del Presidente de la República, encargada de planificar y ejecutar 
el desarrollo de la frontera, UDENOR. En este apartado del informe nos 
ocuparemos entonces en primer lugar de UDENOR. 

UDENOR es una agencia gubernamental localizada en Quito, sin 
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oficinas o representación en las provincias fronterizas.10 UDENOR, a juz­
gar por el informe de gestión presentado,l1 ha concentrado su esfuerzo 
en coordinar acciones con otras agencias gubernamentales, organizacio­
nes no gubernamentales y de la sociedad civil, y en buscar financiamien­
to interno e internacional (principalmente) para proyectos de desarrollo 
en seis provincias consideradas 4'fronterizas".12 Los proyectos de UDE­
NOR están integrados en un programa llamado "Programa de Desarrollo 
Preventivo Alternativo de la Región Fronteriza Norte".13 El objetivo central 
de este programa es ofrecer alternativas económicas de empleo para los 
habitantes de la frontera. 

De acuerdo con el informe del primer año de gestiones de UDENOR, 
a enero de 2002, en las tres provincias consideradas en el presente estu­
dio se encontraban en ejecución un total de 29 proyectos de dotación de 
infraestructura básica a sectores rurales (agua potable, sistemas de alcan­
tarillado y/o letrinas, y caminos), y 9 proyectos de "fortalecimiento de la 
sociedad civil" (tabla 3). 

Provincia 

Carchi 
Esmeraldas 
Sucumbíos 
Total 

Tabla 3 
Proyectos ejecutados por UDENOR 

a enero de 2002, por provincia, 
componente y monto de inversión 

No.proy. 
infraest. prod. 

3 
2 
1 
6 

No. proy. No. proy. 
infraest. social fortal. soco civ. 

5 1 
12 5 
6 3 

23 9 

Fuente: UDENOR, "Un esfuerzo conjunto: informe del primer afio de gestión 2001lmarzo 
2002", UDENOR, Quito, 2002, pp. 55 (cuadro 4), 56 (cuadro 5), 57 (cuadro 6). 

Si se comparan los proyectos realmente ejecutados con los compo­
nentes del "Programa de Desarrollo Preventivo ... ", se encuentran resulta­
dos curiosos. UDENOR concentró sus esfuerzos, en el primer año de ges­
tión del programa, en construir caminos, reparar puentes y proveer servi­
cios básicos, tales como agua potable y alcantarillado o letrinas; los pro­
yectos específicamente diseñados para proveer de alternativas de empleo 
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fueron escasos y solo atendieron a poblaciones pequeñas. En efecto, el 
"Programa" contempla cuatro componentes con propósitos claramente 
establecidos: desarrollo productivo, conservación del medio ambiente, 
infraestructura productiva e infraestructura social. El componente de de­
sarrollo productivo está específicamente dirigido a crear alternativas de 
empleo; el componente de infraestructura productiva "considera la cons­
trucción de caminos, puentes, obras de riegos, puertos, etc.".l4 El compo-

El gobierno ecuatoriano, en su 
estrategia de seguridad de la 
frontera norte, ha identificado 
como una amenaza mayor a la 
seguridad la débil presencia 
institucional del Estado. 

nente "infraestructura social" no in­
cluye a los proyectos considerados co­
mo "fortalecimiento de la sociedad ci­
vil"; los objetivos que describen al 
componente precisan que se trata, 
una vez más, de construcción de 
obras de infraestructura básica. De 
manera que es difícil precisar la arti­
culación de los proyectos ejecutados 
de fortalecimiento de la sociedad civil 
con los componentes enunciados en 

la planificación del proyecto que gerencia UDENOR: 
Los proyectos de "fortalecimiento de la sociedad civil" son una cu­

riosa mezcla entre proyectos de desarrollo enfocados a la creación de em­
pleo o el acceso a recursos productivos (legalización de la propiedad de 
tierras, por ejemplo), programas de prevención al uso y consumo de dro­
gas, difusión de información sobre Derechos Humanos y constituciona­
les (en Sucumbíos), y apoyo al desarrollo de capacidades institucionales 
de varios grupos étnicos (cofanes, quichuas, awa, chachi yafroecuatoria­
nos). Estos proyectos tienen varios problemas. En primer lugar, solo uno 
de ellos, el proyecto de legalización de la propiedad de tierras, está direc­
tamente relacionado con generación de empleo o acceso a recursos pro­
ductivos, pero es también el proyecto de menor alcance poblacional, 382 
familias entre campesinos e indígenas (UDENOR, Opa cit.: 57, cuadro 6). 
En segundo lugar, ninguno de los proyectos tiene una duración superior 
a diciembre de 2002. Finalmente, es necesario anotar que estos proyectos 
no se encontraban originalmente contemplados en el plan de UDENOR, 
fueron incorporados posteriormente.15 

En defmitiva, los proyectos que parecerían tener una vinculación 
más directa con el desarrollo y con el objetivo de "prevenir la expansión 
del narcotráfico" entre los habitantes de la frontera, sea a través de la ge-
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neración de ingresos o mediante la creación de capital social en la zona, 
son también los proyectos de menor alcance tanto en número de benefi­
ciarios como en continuidad de su financiamiento e impacto social.l6 

Aun si dejamos de lado los problemas señalados, queda por resolver 
el tema de si el programa gestionado por UDENOR está en capacidad de 
aumentar y consolidar la presencia institucional del Estado en la fronte­
ra norte. Estas dudas se encuentran justificadas en dos consideraciones. 
En primer lugar, UDENOR depende fuertemente de la asistencia finan­
ciera internacional. Durante el primer año de funcionamiento de la Uni­
dad, la asistencia financiera y técnica provista por USAID-OIM fueron 
clave para que UDENOR desarrollara su infraestructura física y capacida­
des operativas.l7 De igual manera, durante el primer año de gestión ope­
rativa, planificación y ejecución de proyectos, la dependencia financiera 
de la Unidad de fuentes externas se diversific6 y profundizó, simultánea­
mente, incluyendo a la OEA/CICAD, el BID yel Grupo Consultivo de Do­
nantes (países europeos).l8 

La dependencia financiera y técnica de UDENOR respecto de la coo­
peración internacional, se ha traducido en el modelo de trabajo adopta­
do por esta agencia. En efecto, siguiendo las recomendaciones de las 
fuentes de cooperación, UDENOR opera mediante subcontratos otorga­
dos a proveedores de bienes y servicios privados: compañías, organiza­
ciones no gubernamentales y organizaciones de base. Este modelo ha ge­
nerado una división de tareas que puede ser perjudicial para el funciona­
miento en el largo plazo de la Unidad, y que ciertamente en lo inmediato 
no ha facilitado la relación entre agencias gubernamentales centrales 
(nacionales), gobiernos locales y sociedad local. 

El proceso de toma de decisiones se realiza de manera centralizada 
en UDENOR, a través de los llamados "comités de gestión", como precisa 
el informe de la Unidad: 1( [Los comités de gestión] están constituidos por 
funcionarios de alto nivel y con capacidad de decisión, delegados por ca­
da una de las partes que intervienen en los proyectos, esto es delegados 
de: el donante, ~l ejecutor, UDENOR y los operadores técnicos en los ca­
sos que sea necesario". Como lo precisa el informe, esa conformación 
asegura que lilas operadores técnicos", que son los únicos miembrQs de 
los comités que están directamente en contacto con la población del área 
donde se ejecuta un proyecto, sean una voz minoritaria. De manera que 
la división de trabajo, a pesar de operar con organizaciones supuesta­
mente vinculadas de manera directa a la población beneficiaria de un 
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proyecto, genera una lógica de gestión de arriba-abajo, en la cual las de­
cisiones son tomadas en la cúpula, con poco "input" de los beneficiarios, 
y muy pobre (o ninguna) capacidad de los beneficiarios para controlar las 
decisiones de planificación y ejecución de los proyectos.l9 

No es necesario repetir aquí las abundantes objeciones que la litera­
tura contemporánea sobre desarrollo y desarrollo comunitario (véase, por 
ejemplo, Krishna, et al., 1997) ha hecho respecto a la capacidad de generar 
desarrollo por parte de proyectos cortos y con una lógica de trabajo "de 
arriba-abajo". No se trata tampoco de un problema meramente concep­
tual. En efecto, el modelo de trabajo/relación con la población adoptado 
por unENOR ya ha generado tensiones entre el gobierno central ecuato­
riano y los gobiernos provinciales. En febrero de 2001 en Sucumbíos, y 
más recientemente en febrero de 2002 en Orellana y Sucumbíos, los go­
biernos locales con apoyo de la población organizaron sendos paros para 
demandar del gobierno central la provisión de recursos y servicios bási­
cos, tales como construcción de caminos, electrificación y seguridad,20 co­
mo resultado de las presiones directas (no institucionales) de los gobier­
nos locales se incorporaron nuevas actividades y proyectos al plan de 
UDENOR para el 2002. En el "Acta de Acuerdos y Compromisos" firmada 
entre el gobierno nacional y la asamblea biprovincial, se lee: 

Mesa 1. Infraestructura, Legalización de Tierras, Ambiente y Vivienda: 
Infraestructura: 
El gobierno a través de UDENOR financiará la construcción de un mu­

ro de protección para la planta de tratamiento de agua potable y la cons­
trucción de un tanque de reservorlo de 1 000 m3 de capacidad para el siste­
ma de agua potable de la ciudad de Coca (p. 5). 

UDENOR se compromete a enviar un técnico en elaboración de pro­
yectos para capacitar a miembros de las organizaciones de ambas provin­
cias (p. 16). 

Y en el'~cta de Acuerdos y Compromisos entre la Comisión del Go­
bierno Nacional y la Asamblea Biprovincial de Sucumbíos y Orellana, Me­
sa de Thrismo Empleo y Producción" se lee: 

Se solicita que UDENOR y ECORAE, entes de planificación y desarro­
llo regional, canalicen los recursos y la asistencia técnica que tienen para es" 
tas provincias (p. 2). 

Como lo muestran las citas anteriores, y la participación de delega­
dos de UDENOR en la comisión negociadora del gobierno en marzo de 
2002, desde la perspectiva de los gobiernos locales y de algunas organiza-
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ciones de la sociedad civil de la frontera norte, se reconoce la legitimidad 
de UDENOR como agencia gubernamental que canaliza fondos para cu­
brir las necesidades de bienes y servicios demandados. Esta legitimidad 
se ha conformado, sin embargo, dentro de un modelo de relación cliente­
lar: el Estado provee a los clientes provinciales, lo cual atenta contra el 10-
gro de vinculaciones institucionales estables entre el gobierno central y 
los gobiernos locales, y, por tanto, con el logro de una presencia institu­
cional propiamente dicha. Es decir, una presencia estatal que se realiza a 
través de rutinas e interacciones frecuentes entre las poblaciones, las or­
ganizaciones locales y las agencias gubernamentales. 

Es necesario expandir ese último punto, tomando como modelo lo 
ocurrido durante el paro de febrero de 2002, y relacionándolo con los da­
tos proporcionados por nuestro trabajo de campo. La lógica de la acción 
social clientelar implica la vinculación intermitente y para-institucional 
(patronazgo directo, paros, etc.) entre los beneficiarios (actuales o futu­
ros) de los recursos, bienes y servicios proporcionados por el gobierno 
central (representante del Estado); esta vinculación puede ocurrir a tra­
vés de agencias gubernamentales locales o bien directamente con el go­
bierno central. En cualquier caso, tanto por ser interacciones episódicas, 
como por realizarse a través de canales para-institucionales, no se dan 
oportunidades para que: a) los beneficiarios controlen el proceso de to­
ma de decisiones, con lo cual éstas permanecen en lo externo y como dá­
divas del poder; y b) se generen lealtades, sentidos de inclusión y formas 
de interacción cotidiana que actualicen la presencia estatal. En las entre­
vistas realizadas por nuestro equipo de investigación aparece entonces 
que las organizaciones de la sociedad civil, los pobladores, e incluso las 
autoridades que constituyen el gobierno local-yen al menos un caso el 
Gobernador, representante del gobierno central- dicen que no existe una 
presencia real de UDENOR, pero sí mencionan la existencia de OIM (la 
ONG que trabaja con un Estado extranjero, Estados Unidos) o de las or­
ganizaciones no gubernamentales ecuatorianas que trabajan en la ejecu­
ción de los proyectos gestionados por el gobierno central. 

Conclusión 
La creación de una agencia gubernamental especializada para el de­

sarrollo de la frontera norte (UDENOR), tanto por su metodología de tra­
bajo como por la corta duración y pequeño impacto de los proyectos im­
plementados, ha creado un efecto paradójico. No se ha fortalecido ni in­
crementado la presencia institucional del Estado, pero el gobierno cen-
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tral ha sido capaz de coordinar y financiar a través de esa agencia accio­
nes que benefician a sectores de la población que habita en la frontera, 
especialmente en la provincia de Sucumbíos. 

Los vínculos creados entre la población beneficiaria y las agencias 
no gubernamentales y lo gobiernos locales han fortalecido la presencia e 
institucionalización de éstos y aquéllas, pero no del Estado central; lo 
cual contradice los objetivos explícitos de la política de seguridad del Es­
tado nacional. Este último sí ha logrado fortalecerse en cuanto a su capa­
cidad para recabar y procesar información sobre la situación de las po­
blaciones, particularmente de los habitantes rurales, así como respecto 
de la capacidad del Estado para actuar como mediador entre las pobla­
ciones fronterizas y la asistencia internacional. 

Por otro lado, el programa planteado por UDENOR tiene importan­
tes limitaciones; se mueve en un horizonte temporal inmediato (dos o 
tres años, máximo, para cada proyecto), con acciones puntuales de dudo­
sa continuidad (proyectos), en un ambiente político caracterizado por 
múltiples presiones clientelares,' y depende fuertemente de la asistencia 
internacional. Proponemos que esas limitaciones pueden en el corto y 
mediano plazos erosionar las capacidades recientemente creadas por 
UDENOR. En todo caso, su eficacia frente a los objetivos planteados, de 
crear un desarrollo alternativo que preserve la paz y seguridad en la re­
gión y prevenga la penetración del narcotráfico, es restringida. 

Presencia institucional internacional y no-gubernamental 
En el apartado anterior hemos identificado a UDENOR como un no­

do en el cual se cruzan agencias gubernamentales, nacionales y locales, 
organizaciones no gubernamentales internacionales y nacionales, y --en 
ciertos casos- comunidades de base. En la presente sección describimos 
esa red de relaciones. 

La Organización Internacional para las Migraciones (OIM), es la or­
ganización no gubernamental predominante en cuanto a asistencia finan­
ciera e internacional a la frontera Ecuador-Colombia. Este papel se da en 
función de la vinculación estrecha entre OIM y USAID; de acuerdo con el 
informe ya citado de USAID: "Dentro del contexto del acuerdo bilateral fir­
mado con el gobierno del Ecuador ... OIM es la entidad paraguas que lo 
implementa" (p. 2). OIM tiene una oficina central en Quito, y ha creado 
misiones en las tres provincias de Esmeraldas, Carchi y Sucumbíos; estas 
oficinas tienen un número limitado de personas, denominadas "enlaces 
con la sociedad civil", las cuales coordinan con organizaciones no guber-
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namentales locales (el Colegio de Ingenieros Civiles en Carchi, la Funda­
ción Altrópico en Esmeraldas y el Fondo Ecuatoriano Populorum Progres­
sio (FEPP) en Sucumbíos. Por otro lado, OIM ha tomado la iniciativa de 
coordinar investigaciones de diagnóstico de la situación social en las pro­
vincias mencionadas, en coor-
dinación con autoridades políti­
cas, de turismo, y educación y 
con organizaciones de refugia­
dOS.21 

La misión institucional de 
OIM está específicamente enfo­
cada a asistir a las poblaciones 
migrantes, pero.en el caso ecua­
toriano, por la relación especial 
establecida con USAID, su acti­
vidad se ha desplegado también 
en apoyar a proyectos de desa-

La creación de una agencia 
gubernamental especializada 

para el desarrollo de la frontera 
norte (UDENOR), tanto por su 

metodologla de trabajo como por la 
corta duración y pequeño impacto 

de los proyectos implementados, ha 
creado un efecto paradójico. 

rrollo comunitario, en lo que la agencia denomina "Fortalecimiento Co­
munitario de las Provincias del Norte del Ecuador". Es necesario, enton­
ces, distinguir entre esos dos tipos de acciones, migratorias y comunita­
rias. En las acciones migratorias, OIM apoya en coordinación con ACNUR 
y las sedes de la Iglesia católica (Pastoral Migratoria en Carchi, ISAMIS en 
Sucumbíos, Vicaría en Esmeraldas) a las poblaciones de refugiados, e in­
migrantes ilegales colombianos, para regularizar su situación legal en el 
Ecuador. 

En el área de proyectos comunitarios, OIM ha ejecutado obras de in­
fraestructura destinadas a mitigar el impacto del súbito aumento pobla­
cional en los servicios de comunidades receptoras de migrantes colom­
bianos. La tabla 4 expone los proyectos apoyados o directamente ejecuta­
dos por OIM en las provincias fronterizas. 
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Tabla 4 
Proyectos de desarrollo comunitario ejecutados 

por OIM hasta diciembre de 2001 

Provincia No. proyecto TIpo de proyecto 

Carchi 9 Infraestructura básica: provisión de 
agua, puentes, reparación o mejora-
miento de caminos. 

-Esmeraldas 11 Infraestructura básica: provisión de 
agua, puentes, baterías sanitarias y 
salud preventiva. 

Sucumbíos 7 Infraestructura básica: provisión de 
agua, puentes, baterías sanitarias. 
Legalización de tierras: 1, en coordi-
nación con FEPP. 

Fuente: OIM, FEPp, UDENOR, varios infonnes, diciembre 200l-enero 2002. 

Un segundo actor internacional fundamental, en lo que se refiere a 
las poblaciones colombianas desplazadas al interior de la frontera ecUa­
toriana, es el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para Refugiados, 
ACNUR. Este organismo ha concentrado su atención en establecer el nú­
mero de refugiados, legalizar su estatus en el país, y crear centros de aten­
~ión emergente para quienes solicitan dicho estatus. ACNUR ha estable­
cido un sistema de trabajo en el cual es clave la coordinación con la Igle­
sia católica y organismos de Derechos Humanos (principalmente la Co­
misión Ecuménica de Derechos Humanos, CEDHU) para acoger y brin­
dar seguridad a los colombianos que solicitan refugio. Para la legalización 
de la situación de las poblaciones colombianas desplazadas, ACNUR 
coordina con la Policía Nacional de Migración y con el Ministerio de Re­
laciones Exteriores del Ecuador; de igual manera, en los centros de refu­
giados establecidos (uno por cada provincia investigada) ACNUR brinda 
asistencia legal a quienes solicitan el estatuto de refugiado. 

La descripción anterior nos permite ubicar una última organización 
que actúa a lo largo de toda la frontera, y tiene una presencia institucio­
nal firmemente establecida, la Iglesia católica, la cual ha creado un con­
junto de agencias especializadas en cada provincia, usualmente coordi­
nadas directamente por la Diócesis (el obispo), para acoger y proteger a 
los desplazados colombianos: la Vicaría Pastoral para Refugiados en Es-
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meraldas, la Pastoral Migratoria para Carchi, e ISAMIS (Iglesia de San Mi­
guel de Sucumbíos) en Sucumbíos. 

Adicionalmente, la Iglesia mantiene un programa autónomo de de­
sarrollo, el Fondo Ecuatoriano Populorum Progressio,22 con oficinas re­
gionales en Esmeraldas y Sucumbíos (la oficina regional de Imbabura 
coordina también los proyectos de Carchi), y proyectos en todas las pro­
vincias (tres en Esmeraldas, dos de ellos localizados en los cantones más 
cercanos a la frontera con Colombia; dos proyectos en Carchi; y cinco en 
Sucumbíos). Los programas y proyectos de desarrollo apoyados por el 
FEPE directamente, o mediante organizaciones de segundo grado en las 
tres provincias, incluyen legalización de .tierras (a través de la empresa 
PROTIERRAS, en Esmeraldas y Sucumbíos) crédito para pequeños pro­
ductores campesinos y urbanos (cinco cajas de ahorro y crédito en Esme­
raldas, tres en Lago Agrio y Sucumbíos), apoyo a la organización campe­
sina y étnica (34 organizaciones en Esmeraldas, 15 en Lago Agrio), pro­
yectos agro-forestales, microempresas productivas (cuatro en Esmeral­
das, 18 en Lago Agrio), empresas de comercialización agropecuaria, 
agroindustrial y artesanal, e incluso un supermercado en Lago Agrio. La. 
presencia del FEPP en Carchi es, sin embargo, todaVía incipiente.23 

Conclusión: 
En contraste con la incipiente presencia institucional estatal en las 

provincias fronterizas, se puede comprobar una fuerte presencia de orga­
nizaciones internacionales y no gubernamentales en la región. Sin em­
bargo, esta presencia varía entre intervenciones puntuales, básicamente 
guiadas por la coyuntura creada por el Plan Colombia (OIM y ACNUR), e 
intervenciones de largo aliento, con una larga historia institucional, co­
mo la de la Iglesia católica y el FEPP. En cualquier caso, el monto de infor­
mación que tanto las organizaciones internacionales como las organiza­
ciones no gubernamentales católicas (principalmente) han acumulado 
sobre la región es importante; similar relevancia tiene el grado de siner­
gia (cooperación interinstitucional) que estas organizaciones han desa­
rrollado entre sí, así como el nivel de experiencia que han logrado en el 
trabajo con poblaciones rurales, pobres y las autoridades locales. 

Otros indicadores de presencia institucional 
La descripción sobre la presencia institucional estatal y no estatal en 

la frontera norte estaría incompleta si no se consideraran formas cotidia­
nas de rutinas establecidas a través del sistema educativo, red vial y siste­
ma de salud en las provincias. La tabla 5 resume esos indicadores. 
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Tabla 5 
Indicadores (aproximados) de presencia institucional: 

educación y salud 

Provincia 

Esmeraldas 
Carchi 
Sucumbíos 

No. establee. 
edue.públ. 

1026 
396 
551 

No. hosp. y otros 
servicios de salud 

públicos 

138 
78 
36 

1(rn2 vías 

508,60 
181,66 
414,69 

Fuente: UDENOR, op. cit., Ministerio de Educación, Ministerio de Salud, Ministerio de 
Obras Públicas, SIISE. 

La información levantada por el equipo de investigación de campo 
indica que en San Lorenzo, Esmeraldas, existen 87 centros educativos, 
seis centros de salud que no permiten la hospitalización de pacientes, y 
que las carreteras de la zona son básicamente caminos lastrados, en ma­
las condiciones en época seca y prácticamente intransitables en invier­
no.24 Las condiciones son similares en el área rural de la provincia de Su­
cumbíos, aun cuando en el área urbana (Lago Agrio) se reportan escuelas 
y colegios funcionales, y un hospital relativamente bien equipado, con 
capacidad para recibir pacientes internos.25 En la provincia de Carchi, 
área urbana, se informaron buenas condiciones en las carreteras (vías as­
faltadas), educación y al menos dos hospitales funcionales. 

SEGURIDAD 

La seguridad en la frontera norte es el resultado de la compleja inte­
racción entre poblaciones colombianas forzadas a desplazarse al territorio 
ecuatoriano, la presencia de guarniciones, puestos de vigilancia policial y 
militar ecuatorianas, y.la acción de grupos delincuentes. A continuación 
examinamos estos factores por separado, para más adelante ofrecer una 
interpretación abarcativa de la interacción de esos elementos. 
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Poblaciones desplazadas y Derechos Humanos 
De acuerdo con información proporcionada por el Ministerio de Re­

laciones Exteriores a OIM, hasta diciembre de 2001,4680 ciudadanos co­
lombianos habían solicitado refugio en el Ecuador entre enero de 2000 y 
diciembre de 2001, de los cuales 
2 40~ casos (51 por ciento) estaban 
todavía pendientes de resolución, 
1 672 solicitudes habían sido acepta­
das (35 por ciento), y 605 solicitudes 
fueron rechazadas (13 por ciento). En 
la información correspondiente a 
2002, hasta marzo de este año el nú­
mero de refugiados había aumentado 
a 1926 (254 personas más), pero en 
cambio existía un total de solicitantes 
de 5423, es decir un 16 por ciento 

En contraste con la incipiente 
presencia institucional estatal 

en las provincias fronterizas, se 
puede comprobar una fuerte 
presencia de organizaciones 

internacionales y no 
gubernamentales en la región. 

más que el total de solicitudes presentadas entre 2000 y 2001. Es posible 
que una parte de esas solicitudes corresponda a aquellas que no habían 
sido procesadas hasta diciembre de 2001, la información del Ministerio 
no precisa cuáles son solicitudes nuevas y cuáles corresponden a años 
anteriores. Aun así, y suponiendo que parte de los casos que han sido re­
conocidos como refugiados en el 2002 corresponde en realidad a perso­
nas que habían iniciado el trámite oficial el 2001, tenemos que el núme­
ro de personas nuevas que han pedido ser admitidas como refugiadas en 
el Ecuador es un 60 por ciento más que en el año 2001.26 

El incremento de peticiones de asilo es en sí bastante alto, pero ade­
más según los informes de organismos oficiales, como la Policía Nacio­
nal, la OIM, organizaciones de Derechos Humanos y nuestros entrevista­
dos, existe un buen número de familias y personas individuales colom­
bianas desplazadas que no solicitan el estatuto de refugiado, sino que se 
alojan temporalmente con parientes o amistades de la zona, mientras 
existe actividad guerrillera, paramilitar o del Ejército en sus pueblos de 
origen. El número de personas desplazadas que no ha solicitado refugio 
para San Lorenzo. Esmeraldas, sería de aproximadamente 600 perso­
nas.27 En igual situación se encontrarían otras 500 personas en Carchi.28 

Se desconoce la cifra correspondiente para Sucumbíos, pero según lo re­
portado por la Curia (lSAMIS) habrían al menos 600 personas que se re­
gistraron inicialmente para solicitar refugio, se encuentran todavía en la 
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provincia pero han desistido del pedido.29 Si se toma estos números co­
mo aproximaciones imprecisas al problema del número de desplazados 
que no son tomados en cuenta por las cifras oficiales, tendríamos alrede­
dor de 1 700 personas en esta condición, es decir una imprecisión respec­
to de las estadísticas oficiales de aproximadamente un 30 por ciento; es­
ta estimación debe considerarse conservadora por las condiciones socio­
culturales de la zona. 

El marco legal que permite en el Ecuador la acción del ACNUR está 
dado por el Decreto No. 33016 del 6 de mayo de 1992, el cual permite la 
aplicación de la Convención de Ginebra de 1951 yel Protocolo de 1967 de 
dicha convención. En él se establece que quien otorga la condición de re­
fugiado es el gobierno ecuatoriano, a través del Ministerio de Relaciones 
Exteriores, mediante una "Comisión para determinar la Condición de los 
Refugiados en el Ecuador". La Comisión se reúne una vez por mes, para 
conocer las solicitudes presentadas directamente por los interesados (an­
te la Policía Nacional, de Migración, o de Fronteras), o por el ACNUR. 

El procedimiento establecido en el mencionado decreto ha sido 
considerado tanto por ACNUR como por OIM como "engorroso" e inade­
cuado para las condiciones de emergencia actualmente imperantes en la 
frontera norte. Aunque el trámite burocrático no ha sido modificado, el 
~.cNUR, la OIM, la Iglesia católica, a través de varias oficinas provinciales, 
y los consulados de Colombia en Sucumbíos y Esmeraldas, han creado un 
mecanismo ad hoc para acoger transitoriamente a los desplazados y pro­
cesar las solicitudes de refugio. Actualmente existen casas de refugiados, 
manejadas por la Iglesia católica, en San Lorenzo (Esmeraldas), Lago 
Agrio (Sucumbíos), la Paz Y los Andes (Carchi). 

Las condiciones varían entre las distintas provincias. Así, en San Lo­
renzo existen dos casas-refugio, que fueron construidas con fondos de 
asistencia internacional de GTZ, acondicionadas por ACNUR y maneja­
das por la Pastoral Social de la Zona Norte (Iglesia católica, con el apoyo 
específico de la Misión Comboniana). En esta localidad, la coordinación 
para el apoyo a los refugiados recae en OIM y ACNUR en cooperación con 
el Consejo Regional de Palenques (una organización de base afro-ecuato­
riana), la Alcaldía de la ciudad y la FEDARPOM (una organización de se­
gundo grado afro-ecuatoriana). En Sucumbíos, la(s) casa(s) refugio es 
(son) manejada(s) directamente por la curia (lSAMIS), con apoyo de AC­
NUR. Una situación similar se registra en los centros para refugiados de 
Carchi, directamente manejados por la Vicaría (Obispado). 
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Las personas que llegan a estos centros de acogida son, según lo re­
portado por nuestros entrevistados, personas que no tienen parientes 
ecuatorianos en los poblados fronterizos, que carecen de recursos econó­
micos, no tienen sus documentos oficiales en regla, y sobre las cuales pe­
sa algún tipo de amenaza de muerte. ACNUR y la Iglesia ayudan a estas 
personas no solo con el proceso de legalización de su residencia en el 
Ecuador, sino también con su manutención diaria y cuidados de salud. La 
OIM ha proporcionado recursos auxiliares tales como transporte para 
personas que desean repatriarse, mantenimiento y reparación de los cen­
tros de acogida y provisión de letrinas.30 

Las organizaciones que trabajan con refugiados en el Ecuador, tanto 
por sus misiones institucionales como por el conocimiento sobre viola­
ciones de Derechos Humanos perpetradas contra desplazados en Colom­
bia, han hecho parte integral de sus políticas la vigilancia de los Derechos 
Humanos tanto de las poblaciones recibidas como de los grupos que las 
acogen. En todas las provincias investigadas hemos encontrado la pre­
sencia activa de organismos de Derechos Humanos, tanto gubernamen­
tales como no gubernamentales. Entre los no gubernamentales cabe des­
tacar la existencia específica de un grupo formal de vigilancia y segui­
miento del estado de los Derechos Humanos en la frontera norte, el Ob­
servatorio Internacional para la Paz (OIPAZ), constituido por el Programa 
de Derechos Humanos de la Universidad Andina Simón Bolívar, la Fun­
dación Regional de Asesoría en Derechos Humanos (INRED), el Servicio 
por la paz y Justicia del Ecuador (SERPAJ) y la Comisión Ecuménica de 
Derechos Humanos (CEDHU). A través de sus organizaciones constitu­
yentes, OIPAZ ha producido un informe sobre Derechos Humanos,31 y 
mantiene un sistema de alerta temprana y vigilancia permanente de la si­
tuación de la frontera, para lo cual coordinan con la Pastoral Social de la 
Zona Norte, en Esmeraldas; la Comisión de Derechos Humanos de Car­
chi, en Carchi; el ISAMIS y la Asamblea de la Sociedad Civil de Sucumbías 
(ASIS), en Sucumbías. 

Del lado gubernamental, cabe destacar la preocupación del Defen­
sor del Pueblo en Esmeraldas, quien ha tomado la iniciativa de coordinar 
las acciones de su oficina con ACNUR y UDENOR.32 De igual forma, son 
relevantes las acciones emprendidas en Derechos Humanos por el Comi­
té de Derechos Humanos, la Defensoría del Pueblo y el Proyecto de Mu­
nicipios por la Paz, impulsado por la Municipalidad de Th.lcán, en la pro- . 
vincia del Carchi. 
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Conclusl6n 
El aumento del flujo de poblaciones colombianas desplazadas hacia 

territorio ecuatoriano, a partir del año 2000, se combinó con un proceso 

La polftica de seguridad del gobierno 
ecuatoriano sobre la frontera norte 
contempla aspectos netamente militares y 
policiales, que incluyen el incremento de 
tropas y puestos de vigilancia fronteriza. 

burocrático para la lega­
lización de las poblacio­
nes desplazadas, y con la 
ausencia de sistemas de 
acogida. Sin embargo, la 
acción efectiva y flexible 
del ACNUR, la OIM, y so­
bre todo la Iglesia católi-
ca, ha permitido que al 

menos aquellos desplazados en peor situación encuentren un refugio, 
protección de posibles ataques y garantías básicas a sus derechos de sub­
sistencia e integridad física. De igual manera, la rápida formación de or­
ganizaciones de la sociedad civil, e incluso gubernamentales, para coor­
dinar la vigilancia de los Derechos Humanos, ha contribuido a esa pro­
tección y garantías. 

Presencia militar ecuatoriana 
La política de seguridad del gobierno ecuatoriano sobre la frontera 

norte contempla aspectos netamente militares y policiales, que incluyen 
el incremento de tropas y puestos de vigilancia fronteriza. Es necesario, 
sin embargo, distinguir entre tareas militares propiamente dichas (vigi­
lancia fronteriza), tareas policiales y tareas mixtas. Entre estas últimas de­
ben considerarse aquellas referidas al control antinarcóticos. 

Si bien por el ordenamiento jurídico ecuatoriano el Consejo Nacio­
nal de Sustancias Estupefacientes y Psicotrópicas (CONSEP) es el orga­
nismo que diseña y coordina la estrategia antinarcóticos ecuatoriana, las 
Fuerzas Armadas tienen un rol clave en el apoyo logístico y de inteligen­
cia a la Policía Nacional, para interceptar cargamentos de droga que tran­
sitan por el territorio ecuatoriano, así como armamento y precursores 
químicos empleados én la producción de cocaína y otras sustancias. A 
partir de 1999 la vinculación de las Fuerzas Armadas con estos aspectos 
de la política antinarcóticos se ha intensificado por la presencia de un 
puesto de vigilancia avanzada del Ejército norteamericano en la Base de 
Manta, así como por la asistencia militar antinarcóticos que Estados Uni­
dos presta a las Fuerzas Armadas ecuatorianas. De los USD 24 428 000 re­
cibidos por el Ecuador en asistencia militar de los EE. UU. hasta fines de 
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2001,95 por ciento (USD 23400000) fueron para lucha antinarcóticos, 
61,4 por ciento de los cuales, algo más de 13 millones de dólares, fueron 
destinados al fortalecimiento de equipamiento, entrenamiento y capaci­
dad de acción de la Policía y Fuerzas Armadas en tareas antinarcóticos.33 
La importancia de este aspecto para el conjunto de la política de seguri­
dad del gobierno ecuatoriano puede apreciarse en la manera que el Con­
sejo de Seguridad Nacional (COSENA) se refiere al objetivo de "mejorar la 
eficacia de la fuerza pública":34 

• Optimizar la cobertura estratégica, para negar y bloquear rutas al 
narcotráfico y contrabando de armas y precursores. 

• Mantener una estrecha cooperación entre las Fuerzas Armadas y la 
Policía Nacional para el desarrollo de operativos. 
La mezcla entre tareas antinarcóticos y de vigilancia militar también 

se aprecia en el rol asignado a los nuevos puestos de vigilancia de fronte­
ra, que el "Plan de Seguridad ... " propone crear en Sucumbías (localidad 
General Farfán) y Carchi. Los nuevos puestos son denominados Centros 
de Atención y Control de la Frontera (CENAF), los cuales combinan tareas 
migratorias, policiales y militares.35 Los centros permitirían "atender a los 
refugiados colombianos en coordinación con las entidades internaciona­
les" (COSENA: 6), y "llevar un control estricto sobre los verdaderos des­
plazados y vigilar los vínculos que puedan desarrollar con organizaciones 
al margen de la ley" (p. 7). 

Como se ha visto en el apartado precedente, los CENAF en la prácti­
ca no están atendiendo a la mayoría de las personas que se ven forzadas 
a desplazarse; estas labores las cumplen el ACNUR y la Iglesia católica 
(principalmente) a través de otros mecanismos. Los CENAF estarían 
cumpliendo más bien la tarea de seleccionar quiénes entran al país y "se­
llar" las fronteras al paso de colombianos involucrados con el narcotráfi­
co o la delincuencia. Incidentalmente, es necesario puntualizar que este 
objetivo de seguridad -y de hecho la existencia misma de esos puestos de 
"selección"- está en contradicción con el Decreto No. 33016, de mayo de 
1992, que establece la política ecuatoriana sobre refugiados, en el que se 
determina explícitamente que "ninguna persona será rechazada en la 
frontera, devuelta, expulsada, extraditada o sujeta a medida alguna que le 
obligue a retornar al territorio donde su integridad física o su libertad 
personal esté en riesgo ... " (Capítulo V, artículo 13). 

En el aspecto estrictamente militar, el gobierno ecuatoriano, desde 
la adopción del Plan Colombia, ha buscado "reforzar la capacidad opera-
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tiva de las Fuerzas Armadas"; "alcanzar un elevado grado de alistamiento 
y capacidad de acción inmediata"; y mejorar la inteligencia para opera­
ciones militares en la zona. Esos objetivos han llevado, por un lado, a in­
crementar la presencia militar en las provincias fronterizas, especialmen­
te en Sucumbíos36 y Esmeraldas. De acuerdo con informaciones de pren­
sa, a diciembre de 2001, las Fuerzas Armadas ecuatorianas aplican tres 
planes de seguridad en las provincias de Sucumbías y Orellana: "defensa 
interna", "seguridad ciudadana" y "apoyo antinarcóticos". 

Solamente el plan de defensa interna es de responsabilidad exclusi­
va de las Fuerzas Armadas. El plan comprende a once batallones del Ejér­
cito, con un total de 10 000 hombres, una unidad helitransportada, esta­
cionada en Coca, dos grupos de combate y transporte de tropas (uno en 
Lago Agrio, el Ala de Combate 31, y otro en Puyo, provincia del Napa); 
además existen dos grupos de fuerzas combinados (de la Marina, el Ejér­
cito y la Fuerza Aérea) estacionados en Sucumbías. La coordinación en­
tre las tres alas de las Fuerzas Armadas en la frontera norte se realiza a tra­
vés de la IV División, en la Fuerza de Tarea Conjunta 4 (la Marina tiene 
dos capitanías de puerto con barcos para operaciones fluviales en Puerto 
El Carmen y Shushufindi, en Sucumbías y Orellana, y una capitanía en 
San Lorenzo, Esmeraldas).37 De igual manera, la presencia militar en Car­
chi ha sido reforzada con dos brigadas de Fuerzas Especiales, instaladas 
en Thlcán. Más recientemente, declaraciones de los comandantes de la 1 
y IV divisiones del Ejército afirmaban que la 1 División podría movilizar 
rápidamente 6 000 hombres, helicópteros (una unidad helitransportada), 
y aviones (un grupo aéreo con sede en Quito) a las provincias de Esmeral­
das y Carchi, en 48 horas.3s 

La información disponible indica entonces que las Fuerzas Armadas 
disponen de recursos de inteligencia, armamento y hombres suficientes 
para realizar patrullas permanentes de las fronteras, y organizar respues­
tas armadas ante posibles incursiones de grupos irregulares colombianos. 

El incremento de la presencia militar ecuatoriana no ha pasado de..; 
sapercibido para la población. Según informes de OIPAZ, la mayor pre­
sencia mllitar ha estado acompañada por "una notable inversión en in­
fraestructura",39 así como por la ejecución de operativos de control (rete­
nes en las vías de comunicación) e intervención directa de las Fuerzas Ar­
madas en la vida cotidiana de los pobladores de la regi6n.40 Este último 
aspecto ha generado tensión y según los informes de grupos de Derechos 
Humanos, inclusive episodios de acoso contra indígenas y campesinos 
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de la zona. Dos casos son expresamente mencionados en el informe de 
OIPAZ, el de la comunidad shuarTaruka de Asociación Bermeja (invasión 
militar de la comunidad y secuestro de un campesino), en Sucumbíos, y 
el de las escuelas Tarabita y Gualpi en Carchi (los militares ocuparon las 
casas comunales y convirtieron los espacios de recreación de las escuelas 
en helipuertos temporales).41 

A pesar de que en el año 2001 los gobiernos de Ecuador y Colombia 
llevaron a cabo negociaciones entre altos funcionarios (el Vicepresidente 
colombiano visitó al Ecuador y el Ministro de Defensa del Ecuador habló 
en varias ocasiones de conversaciones con su contrapartida y los coman­
dantes colombianos) para coordinar acciones conjuntas en la zona fron­
teriza, esa coordinación parecería no haber avanzado gran cosa. Existen 
controles fronterizos compartidos y mayor vigilancia común en los aero­
puertos y puertos fluviales fronterizos; sin embargo, según la inteligencia 
militar ecuatoriana, un poco más de cinco mil hombres armados de ejér­
citos irregulares estarían operando cerca de la frontera ecuatoriana.42 Por 
otro lado, testimonios de habitantes de la zona apuntan a que los grupos 
irregulares colombianos "ante la falta de institucionalidad estatal, deter­
minan reglas y se convierten en instancias de resolución de conflictos so­
ciales".43 Las acciones de los irregulares colombianos se notaría especial­
mente en ulimpiezas socialesJJ (asesinato de delincuentes comunes), se­
cuestros o amenazas de secuestro y extorsión a hacendados en la provin­
cia del Carchi, combate a la piratería fluvial en Esmeraldas (San Lorenzo, 
El Juncal) y l/ajuste de cuentas" en Sucumbíos.44 

Conclusión 
La política de seguridad militar y policial implementada por el Esta­

do ecuatoriano, aunque ha mejorado la coordinación entre los efectivos 
de las Fuerzas Armadas, y entre éstas y la Policía Nacional, también ha 
creado nuevas fuentes de tensión con la población residente en la zona, y 
parecería haber avanzado solo parcialmente hacia el propósito de sellar 
la frontera al paso y acción de grupos irregulares y delincuentes comunes 
procedentes de Colombia (véase además la siguiente sección). 

Por otra parte, la política de seguridad vigente ha contribuido a in­
crementar la participación directa de las Fuerzas Armadas ecuatorianas 
en tareas anti-narcóticos; una tendencia que de continuar y acentuarse 
en el futuro estaría activamente redefiniendo el rol de las Fuerzas Arma­
das en la seguridad del Estado ecuatoriano. 
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Criminalidad 
Aun cuando la información de prensa ha enfatizado sobre el aumen­

to de la delincuencia en las provincias fronterizas desde la implementa­
ción del Plan Colombia, y ha atribuido tal incremento a la mayor presen­
cia de ciudadanos colombianos en esa región, la ausencia de estadísticas 
oficiales claras, que permitan establecer series temporales comparativas, 
tanto para las provincias en cuestión como con respecto a las tendencias 
nacionales, impide afirmar o negar que tal incremento se haya producido. 

La información disponible al momento es anecdótica, o en el mejor 
de los casos fragmentaria. Sin embargo, es cierto que la percepción de los 
habitantes de las provincias fronterizas es de inseguridad personal. Tan­
to en el informe citado de OIPAZ, como en las observaciones y entrevis­
tas de campo realizadas para la presente investigación, pobladores y au­
toridades dicen que los delitos que atentan contra la seguridad física de 
las personas han aumentado, entre ellos: amenazas, extorsiones, secues­
tros y asesinatos. Lo que resulta difícil de precisar es si esos delitos pue­
den ser atribuidos a ciudadanos colombianos o ecuatorianos, a grupos 
irregulares o a bandas delincuenciales. Las situaciones de inseguridad va­
rían en cada provincia investigada. Sucumbíos es una zona de alta crimi­
nalidad e inseguridad, Carchi sería un área relativamente segura y pacífi­
ca, Esmeraldas sería un caso intermedio. 

En Esmeraldas es necesario distinguir entre la capital, Esmeraldas, y 
San Lorenzo. 

En Esmeraldas se percibe a San Lorenzo como una zona especial­
mente violenta, mientras que la capital misma sería relativamente segu­
ra. Sin embargo, según las declaraciones de ex-funcionarios de la Policía 
Judicial a nuestro equipo de investigación, en la capital se registra un 
promedio de siete asesinatos por mes; el origen de esos hechos violentos 
estaría en la presencia de pandillas juveniles, bandas de delincuentes y 
episodios individuales, más en relación con el deterioro social y econó­
mico del país y de la provincia, en especial, que con la presencia de ciu­
dadanos colombianos 'violentos. La percepción es similar en San Loren­
zo; se reconoce que existe violencia, especialmente en la forma de asesi­
natos o actos contra la seguridad física de las personas, pero se atribuye 
esa inseguridad a la presencia de pandillas juveniles o grupos de delin­
cuentes residentes en la localidad, no se identifica a los paramilitares o 
guerrilleros colombianos como causantes de inseguridad. Por el contra­
rio, éstos son descritos como "personas pacíficas que solo vienen a abas-
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tecerse de alimentos y a descansar y luego retornan a sus lugares". 

La información proporcionada por OIPAZ permite establecer un 
contraste; según esta fuente, en San Lorenzo es frecuente encontrar per­
sonas asesinadas en las calles o las inmediaciones del pueblo; sin embar­
go la mayoría de estos casos "no son procesados por la administración de 
justicia, se llega a arreglos económicos (con los perpetradores) o simple­
mente los cuerpos son recogidos por 
los familiares y allegados".45 OIPAZ to­
mó como fuente de información el 
número de personas atendidas por 
hechos violentos (heridas por arma 
de fuego o cortopunzantes) en el hos­
pital de San Lorenzo, encontrando 
que éste había aumentado en siete ve­
ces entre el año 2000 y el 2001.46 

En Carchi, las autoridades entre­
vistadas (Alcalde de Tulcán, Goberna-

Por otra parte, la polftica 
de seguridad vigente ha 

contribuido a incrementar 
la participación directa de las 

Fuerzas Armadas ecuatorianas 
en tare~ anti-narcóticos. 

dor y Prefecto), sostuvieron que la criminalidad en la provincia es maneja­
ble, pero que la atenci6n prestada por la prensa a los secuestros ocurridos 
el año pasado estaría exagerando el estado de la criminalidad en la provin­
cia. En efecto, de acuerdo con las estadísticas policiales,47 entre marzo de 
2001 Y marzo de 2002 habían ocurrido doce casos de heridas y lesiones, 
cinco asesinatos, cuatro intentos de asesinato, cuatro secuestros y doce ca­
sos relacionados con posesión ilegal de armas y municiones. Estas estadís­
ticas, aparte del hecho de que no permiten establecer comparaciones in­
tertemporales, tampoco estarían reflejando la verdadera situación de la zo­
na; según OIPAZ, las manifestaciones típicas de violencia en la zona "se ex­
presa(n) en caso de secuestro o amenazas (de secuestro), boleteo o vacu­
nas (extorsión), robo de vehículos (especialmente de doble tracción), asal­
tos en carreteras principales y secundarias, principalmente a personas que 
disponen de importantes recursos económicos", las poblaciones de la re­
gión se habrían adaptado a estas formas de violencia, desarrollando un 
modus vivendi con los perpetradores.48 

En la única provincia en la que coinciden las informaciones de pren­
sa, las observaciones de campo y entrevistas realizadas por nuestro equi­
po de investigación, los informes de grupos de Derechos Humanos y las 
estadísticas policiales disponibles es Sucumbíos. Esta provincia padece 
de una grave situación de alta criminalidad e inseguridad. En efecto, se-
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gún los informes de la Jefatura Provincial de la Policía Judicial de Sucum­
bíos, entre 1999 y el 2000 se habría incrementado en 364 por ciento el nú­
mero de fallecidos por muerte violenta, y volvi6 a aumentar un 49 por 
ciento en el año 2001. La tendencia se habría mantenido; hasta mayo del 
presente año la Policía registraba 63 muertes violentas (número equiva­
lente al del total producido en el 2000, y a 2/3 partes del número registra­
do para el 2001); en el fin de semana que nuestra investigadora realizaba 
sus observaciones de campo, ocurrieron siete asesinatos. Según lo repor­
tado por la Policía, una buena parte de las víctimas son mujeres ecuato­
rianas y colombianas, y choferes de taxi y camionetas de renta (los cuales 
se supone operan como "mulas"), en al menos un caso (que tuvo lugar en 
marzo de este año) la cooperativa de taxis de Nueva Loja tom6 represalias 
matando a los supuestos asesinos. 

El imperio de la ley, a un nivel elemental, es cuestionable en Lago 
Agrio, no solo por la presencia constante de asesinatos, sino también por­
que el destacamento policial en esta localidad ha sido atacado en al me­
nos dos ocasiones por bandas armadas de delincuentes, quienes abalea­
ron el destacamento --en una ocasi6n propiciando la muerte de un te­
niente de Policía y dos miembros de tropa- y liberaron a los presos. Este 
clima de inseguridad ha creado, según observaciones de campo, un toque 
de queda informal (las calles de la ciudad están casi desiertas luego del 
anochecer), y una diferenciaci6n entre aquellas personas que trabajan 
para la compañía constructora del Oleoducto de Crudos Pesados (OCP), 
quienes cuentan con protecci6n privada, y el resto de la poblaci6n, que 
está desprotegida.49 

Conclusión 
El Estado ecuatoriano está fallando en proveer seguridad para las 

poblaciones residentes en la frontera norte. Aunque se pueden distinguir 
grados de inseguridad en las poblaciones investigadas, desde situaciones 
extremadamente graves, como la que impera en Lago Agrio, hasta otras 
relativamente manejables, como la que posiblemente existe en Carchi, no 
puede dejarse de lado el elemento común a esa inseguridad, la ausencia 
del Estado como Estado de Derecho, es decir como marco legal que ga­
rantiza la seguridad física de las personas. Esta ausencia abarca un am­
plio espectro que va desde la ausencia de estadísticas confiables, y de ac­
ceso público, hasta la incapacidad del Estado para proteger inclusive a 
sus propios agentes de seguridad (policías y autoridades asesinadas o 
amenazadas). El fracaso del Estado ecuatoriano en asegurar la vida de las 
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personas es tanto más preocupante porque según la información dispo­
nible se estaría incorporando como un modo de vida cotidiano yacepta­
do. Este elemento podría estar poniendo en riesgo al conjunto de la polí­
tica de seguridad del gobierno ecuatoriano para la frontera norte. 

Aún más importante, hemos señalado en páginas anteriores que 
las poblaciones de la región han desarrollado prácticas de adaptación a 
formas cotidianas de violencia, y a la ausencia de garantías de la vigen­
cia de los derechos básicos de las personas. Esta situación podría legiti­
mar la violencia criminal, al mismo tiempo que erosionar la autoridad 
del Estado. 

COMERCIO 

El comercio legal de bienes y servicios entre Ecuador y Colombia ha 
sido intenso durante la mayor parte del siglo veinte, pero especialmente 
a partir de la década de los setenta. Para el año 2001 ese flujo de intercam­
bio había alcanzado un total de 286 millones de dólares en exportaciones 
ecuatorianas a Colombia, y 691 millones de dólares en exportaciones co­
lombianas a Ecuador. Estos montos mostraban un crecimiento positivo 
respecto del flujo comercial en el año 2000. El movimiento de exportacio­
nes puede apreciarse en la tabla 6. 

Tabla 6 
Exportaciones bilaterales 2000-2001, 

en millones de dólares 

Dirección del comercio 

Ecuador a Colombia 
Colombia a Ecuador 
Déficit comercial para Ecuador 

2000 

259 
462 

-203 

2001 

286 
691 

-405 

Variación 

11,7% 
.49,6% 
199,5% 

Fuente: Comunidad Andina de Naciones, http://www.comunidadandina.org/estadisticas­
/docu_estahtm 

Como puede observarse, aun cuando el intercambio comercial en­
tre los dos países ha crecido, tanto en términos absolutos como relativos, 
también lo ha hecho el déficit de la balanza comercial para el Ecuador; el 
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cual prácticamente se ha duplicado. Estas dos comprobaciones nos per­
miten interpretar la percepción generalizada entre nuestros informantes 
de que el comercio con Colombia en la frontera norte ha disminuido sig­
nificativamente. 

Según las cámaras de Comercio de Esmeraldas, Carchi, y Sucum­
bíos, el comercio con Colombia habría disminuido entre un 70 y un 40 

Las relaciones económicas en la frontera 
norte no se reducen; sin embargo, al 
intercambio comercial incluyen también 
flujos turísticos -sobre todo en Esmeraldas 
y Carchi-, y de trabajadores temporales. 

por ciento desde hace 
dos años (1999). Se adu­
cen varias razones para 
esa reducción, las más 
citadas no' hacen refe­
rencia al conflicto co­
lombiano, sino a facto­
res domésticos ecuato-
rianos. En efecto, los 

factores de deterioro más mencionados son el impacto primero de la cri­
sis financiera (1999-2000), y luego (2000 al presente) de la dolarización en 
los precios de los productos ecuatorianos. Entre 1999 y el 2000 los precios 
de los productos ecuatorianos frente a los colombianos eran muy favora­
bles, por lo que los comerciantes de la zona vivieron un cierto auge. Sin 
embargo, con los efectos combinados de la inflación acumulada entre 
1999 y 2001, la dolarización y las devaluaciones del peso colombiano, los 
comerciantes ecuatorianos --especialmente de la ciudad de Tulcán, el 
principal puesto de intercambio por carretera con Colombia- han visto 
sensiblemente disminuida su actividad. 

La percepción existente en la zona, especialmente en la provincia 
del Carchi, es que se vive una depresión generalizada de la actividad co­
mercial, especialmente en sectores tales como comercio de electrodo­
mésticos, textiles, calzado, confitería y productos básicos de la canasta fa­
miliar. Simultáneamente, según la Cámara de Comercio de 1Wcán, la 
compra de esos bienes por parte de ecuatorianos en Ipiales se habría in­
crementado. Además de los efectos producidos por variables macroeco­
nómicas (inflación, dolarización y devaluación del peso colombiano), 
existe la percepción de que el transporte de bienes por vía terrestre ha si­
do afectado por la inseguridad de las carreteras colombianas, que afecta­
ría a los bienes transados entre ciudades como Cali, Medellín y Bogotá 
(desde Colombia), y Quito, Guayaquil y Cuenca (desde Ecuador). 

El pequeño comercio también estaría en crisis en la provincia de Es-
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meraldas, donde la mayoría de las transacciones comerciales con Colom~ 
bia se hacen por vía marítima. Cabe distinguir, sin embargo, entre lo que 
ocurre en el puerto de la capital Esmeraldas, y lo que estaría sucediendo 
en San Lorenzo; en la primera situación el pequeño comercio de bienes 
con Colombia se realiza una vez por semana, a través de barcos que com~ 
binan el transporte de carga (enlatados, pequeños productos elaborados 
como panadería, cocos, café instantáneo, y otros alimentos) con el trans~ 
porte de personas, que estaría afectado.50 En San Lorenzo, en cambio, la 
pequeña producción artesanal de la zona, la pesca artesanal y el peque~ 
ño comercio se habrían visto parcialmente favorecidos por la mayor pre~ 
sencia de ciudadanos colombianos en la zona; de igual manera, habría 
aumentado el transporte terrestre entre San Lorenzo y la capital. 

A pesar de la grave situación de inseguridad que se registra en Su­
cumbíos, también aquí la inflación doméstica y la dolarización son cita­
das como las causas principales del deterioro del intercambio comercial 
con Colombia. Una vez más encontramos que ese deterioro ha afectado 
más a los pequeños comerciantes.51 La disminución en el comercio ha­
bría ocurrido a pesar de la presencia del OCp, que ha compensado solo 
parcialmente la pérdida del consumo colombiano y local,52 y de la inau­
guración del puente sobre el río San Miguel, el cual se esperaba fuera un 
importante paso comercial entre Ecuador y Colombia. 

En ese último punto comercial, es más fácil identificar relaciones 
entre la intensidad del conflicto colombiano, la violencia en la que vive la 
región y el aumento del control de flujo de mercancías. En efecto, la pre­
sencia de choques entre los paramilitares de la AUC y las guerrillas de las 
FARC del lado colombiano de la frontera,53 el cambio de alianzas entre 
poblaciones locales ecuatorianas y los grupos irregulares colombianos, 
que ha intensificado el clima de violencia local, y la presencia de mayores 
efectivos policiales y militares ecuatorianos inspeccionando las mercan­
cías que salen y entran al Ecuador para prevenir el tráfico de droga, pre­
cursores y armas, ha hecho más difícil movilizar mercancías por este 
punto fronterizo., 

Las relaciones económicas en la frontera norte no se reducen; sin 
embargo, al intercambio comercial incluyen también flujos turísticos 
-sobre todo en Esmeraldas y Carchi-, y de trabajadores temporales. El tu­
rismo colombiano hacia Esmeraldas es estacional, y al momento en que 
se realizó la presente investigación, la temporada alta de turismo había fi­
nalizado; con todo, según la Cámara de Turismo de Esmeraldas, el flujo 
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de turistas colombianos hacia las playas de la provincia se ha manteQ-Ído 
dentro de lo normal, aun cuando el consumo demandado por los turistas 
colombianos ha disminuido ligeramente, básicamente porque el precio 
de hospedaje y alimentación ha aumentado en el Ecuador por la dolari­
zación. La situación en Carchi es distinta, según la Cámara de Turismo, el 
flujo de ciudadanos colombianos a la zona como turistas ha sido tradicio­
nalmente mínimo, la capacidad hotelera y de restaurantes de Tulcán es­
taba más bien dirigida a atender las necesidades de comerciantes, al ha­
ber disminuido el flujo de éstos, también los negocios relacionados se 
han afectado. 

En Sucumbíos tanto el tipo de turismo recibido como su origen es 
diferente al de las otras dos provincias. En Sucumbíos se localizan áreas 
protegidas (Cuyabeno y Limoncocha) que atraen más bien a turistas nor­
teamericanos y europeos; este turismo había crecido significativamente 
en la década de los noventa, pero ha descendido desde el año 2000, cuan­
do se registraron 6 000 visitantes, hasta el presente año, cuando se ha pro­
yectado un total de 800 visitantes.54 Las cifras muestran un descenso sig­
nificativo que afectaría no solo a los servicios turísticos instalados en La­
go Agrio (aeropuerto, terminal terrestre, hoteles), sino también a peque­
ñas empresas de ecoturismo operadas por comunidades indígenas de la 
zona. 

En cuanto a otros flujos de población, tales como trabajadores tem­
porales o estacionales, un indicador aproximado son los registros de mi­
gración elaborados por la Dirección Nacional de Migración del Ecuador; 
lamentablemente este indicador no permite precisar cuántos de los ciu­
dadanos colombianos que ingresan por la frontera norte realizan algún 
tipo de labor temporal o estacional en la frontera ecuatoriana, tampoco 
es posible precisar esa información para el caso de ecuatorianos que pa­
san al otro lado de la frontera. En Sucumbíos el flujo de ciudadanos co­
lombianos tiende a incrementarse; en efecto, en el año 2000 ingresaron 
9852 ciudadanos extranjeros (lOO por ciento más que en 1995), para el 
2001 fueron 10276 (4 por ciento más que en el 2000), para el 2002 hasta 
abril habían ingresado 4490 personas (lOO por ciento más que para un 
período similar en el 2001). En Carchi, en cambio, el flujo de ciudadanos 
que ingresan por el puente internacional de Rumichaca55 ha disminuido 
entre 2001 (25 555) Y 2002 (6 111), dato que concordaría con los informes 
sobre la inversión del tráfico comercial entre las ciudades de Tulcán e 
Ipiales. En Esmeraldas, como se estableció anteriormente, el principal 
flujo poblacional ocurre por razones turísticas y por temporadas. 
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Información cualitativa, de alguna manera anecdótica, indica que 
hay un flujo demográfico constante de trabajadores agrícolas colombia­
nos hacia Carchi, y ecuatorianos desde Sucumbíos y Esmeraldas; esas 
fuentes establecen además que una parte significativa de los trabajadores 
agrícolas ecuatorianos que se desplazan a Colombia ofrecen sus servicios 
para recolectar hojas de coca y/o trabajar en la elaboración de pasta bá­
sica de cocaína. 56 La información oficial ecuatoriana niega la existencia 
de ese tipo de vinculación, o al menos ha sido incapaz de registrarla. La 
ausencia de investigación sistemática sobre este tema recomienda tomar 
con precaución tanto la afirmación radical sobre la existencia e impor­
tancia de flujos poblacionales para actividades ilegales, como su radical 
negación. 

Más allá de los aspectos estrictamente demográficos de la economía 
regional, es necesario también considerar las condiciones locales de la 
economía. En páginas anteriores hemos descrito a las tres provincias co­
mo estructuralmente rurales, con poca o ninguna actividad industrial, y 
presencia limitada de pequeñas actividades artesanales (incluida la pes­
ca, para el caso de Esmeraldas). Las estadísticas oficiales disponibles no 
permiten al momento distinguir con claridad las condiciones del empleo 
en la región, ni tampoco los niveles salariales. Las cifras oficiales confir­
man, sin embargo, que se trata de una región secularmente deprimida, 
con poca capacidad para generar empleo e inversión productiva; según el 
Banco Nacional de Fomento de Tulcán esas condiciones estructurales se 
habrían intensificado en la crisis económica ecuatoriana, disminuyendo 
tanto la captación de ahorro como de solicitudes de créditos para el me­
joramiento o creación de empresas agrícolas, ganaderas, artesanales y 
comerciales. En Esmeraldas se reportó una situación similar. 

En Sucumbíos, la debilidad de la economía local para generar em­
pleo ha sido citada por UDENOR como uno de los motivos principales 
para emprender un plan de desarrollo económico en la zona. En páginas 
anteriores hemos visto que el crédito que llega a Sucumbíos a través del 
FEPP podría tener un impacto positivo en la economía de la provincia. 
También el problema de la generación de empleo fue una de las deman­
das centrales del paro de febrero-marzo de 2002. Como resultado de este 
paro -y del de febrero de 2001-, el gobierno nacional acordó con laAsam­
blea Biprovincial Sucumbíos-Orellana aprobar una "Ley de Protección 
del Empleo", que fue presentada como proyecto al Congreso Nacional; es­
te último había acogido una parte del mencionado proyecto en una reso-
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lución que establece que la compañía constructora del OCP contratará 
con recursos locales la realización de obras de infraestructura, así como 
de servicios complementarios tales como transporte de personas, mate­
riales de construcción y otros servicios.57 De igual manera, las negocia­
ciones entre el gobierno y la asamblea acordaron decretar un "Estado de 
Emergencia Agropecuaria" para los productores agrícolas de las provin­
cias de Sucumbíos y Orellana, vigente desde el 18 de marzo de 2002, para 
asistir a los productores cafetaleros de la zona con créditos y asistencia 
técnica, hasta que las condiciones del precio del café mejoren en los mer­
cados internacionales. Finalmente, ese mismo acuerdo establecía crédi­
tos para titulación de tierras por un monto de USD 350000.58 Es difícil 
precisar al momento el nivel de cumplimiento de estos acuerdos. 

Conclusión 
En la actualidad dos factores se combinan para producir una situa­

ción de depresión económica en la frontera norte, que es una amenaza 
mayor a los objetivos de protección y garantía a la subsistencia econó­
mica de las poblaciones ecuatorianas de la región. En primer lugar, la 
grave inestabilidad económica traída por la crisis financiera ecuatoria­
na de 1999-2000, y la dolarización de la economía han deprimido la ac­
tividad del pequeño comercio (y el autoempleo a él asociado) en la zo­
na. En segundo lugar, las carencias estructurales que padece la región 
para generar empleo y proporcionar a los habitantes de la región me­
dios suficientes para una vida económicamente viable. Estos factores 
han profundizado la depresión económica estructural de la región. El 
aumento de la inseguridad por acciones criminales que ocurren en Es­
meraldas, Carchi y Sucumbíos, podría postularse que estaría interac­
tuando con estos factores económicos y de política económica domés­
tica, pero atribuir la depresión del pequeño comercio al conflicto co­
lombiano sería erróneo. 

TEJIDO SOCIO-CULTU~ 

Las situaciones de violencia detectadas en la frontera norte, insegu­
ridad, déficit de presencia institucional del Estado y recesión económica, 
no agotan las condiciones ni las dinámicas sociales presentes en las pro­
vincias de Esmeraldas, Carchi y Sucumbíos. En efecto, existen vínculos fa­
miliares, comunitarios, organizacionales y comerciales de larga data, que 
han conformado en la zona una sociedad regional transfronteriza. Tanto 
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en calidad como en cantidad ese tejido socio-cultural varía en cuanto a su 
potencial para convertirse en un recurso que amortigüe los impactos de 
la violencia en las distintas provincias. Así, por la existencia de organiza­
ciones sociales activas, tanto al nivel local como nacional, Esmeraldas se 
encuentra en mejor situación que Sucumbíos, donde el proceso de crea­
ción de una sociedad civil activa es reciente, y que Carchi, provincia en la 
cual la vida asociativa parecería ser débil. A continuación examinamos 
esas diferencias. 

El gobierno local de Esmeraldas, a través del Consejo Provincial y en 
coordinación con el Consulado de Colombia, ha impulsado la afirmación 
de la identidad cultural común con la ciudad colombiana de Tumaco, 
creando y fortaleciendo el desarrollo de una literatura común (esmeral­
deña-tumaqueña).59 Este esfuerzo está en relación no solo con la buena 
amistad entre los dos países fronterizos, sino que se asienta en la presen­
cia de vínculos familiares (de 
parentesco político y consa­
guíneo), y de comunidad his­
tórica entre los pobladores 
afro-ecuatorianos y afro-co­
lombianos, así como indíge­
nas del área. 

El trabajo de las agencias 
gubernamentales tiene una 
contraparte importante en los 
procesos de organización (en 
algunos casos incipiente toda­
vía) de asociaciones de resi-

Las situaciones de violencia 
detectadas en la frontera norte, 

inseguridad, déficit de presencia 
institucional del Estado y recesión 

económica, no agotan las condiciones 
ni las dindmicas sociales presentes 

en las provincias de Esmeraldas, 
Carchi y Sucumbí os. 

dentes colombianos (promovidas por el Consulado de Colombia), orga­
nizaciones indígenas (como por ejemplo la Federación de Comunidades 
Chachis del Ecuador, FECCHE), y organizaciones del pueblo negro (entre 
las principales la UONNE, Unión de Organizaciones Negras del Norte de 
Esmeraldas, y el Consejo Regional de Palenques Afroecuatoriano). En 
cuanto a las organizaciones étnicas, es necesario distinguir dos niveles y 
tipos de acción. En el nivel local las organizaciones étnicas han contribui­
do a organizar a la población y difundir entre ésta los derechos colectivos 
a ella garantizada por la Constitución ecuatoriana. En esta tarea las orga­
nizaciones afro han puesto énfasis en el rescate, fortalecimiento yevolu­
ción de la identidad del pueblo negro en los dos lados de la frontera, des-
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tacando la comunalidad de tradiciones alimentarias, origen en la diáspo­
ra africana, música (existen recopilaciones de composiciones musicales 
tradicionales realizadas por organizaciones étnicas afro, en coordinación 
con el gobierno local y nacional ecuatorianos), y parentesco. El parentes­
co, especialmente, es un recurso socio-cultural que se ha demostrado po­
tente para facilitar la acogida y adaptación de las poblaciones negras co­
lombianas desplazadas a territorio ecuatoriano, así como en general pa­
ra amortiguar los efectos del conflicto colombiano en la población. Estos 
elementos (organizativos formales, culturales y de tejido social comunal) 
han afirmado, según lo hemos comprobado en entrevistas, una concien­
cia común de que los asentamientos fronterizos de afros han vivido una 
larga historia de interacción e interrelación, la mayor parte amistosa. 

Las organizaciones étnicas cumplen también un segundo papel re­
levante para la seguridad humana en la provincia de Esmeraldas. Estas 
organizaciones buscan explícitamente integrar a las poblaciones afró de 
la zona en una sola organización transnacional, como por ejemplo en la 
iniciativa del Consejo de Palenques por crear la Gran Comarca Mropací­
fica, con la integración de afro-descendientes de Colombia, Ecuador y Pa­
namá. Finalmente, tanto los colectivos afros como los indígenas son las 
unidades que permiten el trabajo de ONG como la OIM y el FEPp, en tan­
to que éstas dirigen los fondos de proyectos de desarrollo a través de las 
organizaciones étnicas tanto en lo provincial como en los niveles local y 
micro-local. 

El nivel de activismo social en Carchi es el menor de las tres provin­
cias investigadas; como hemos señalado en páginas anteriores, la organi­
zación más activa en la provincia es la Iglesia católica (e incluso el FEPP 
muestra un menor grado de actividad en esta provincia que en otras lo­
calidades del Ecuador). En Carchi no fue posible comprobar la existencia 
de iniciativas que tiendan a afirmar los vínculos culturales y sociales con 
Colombia, ni incluso de la provincia del Carchi como una sociedad inte­
grada culturalmente. Ese rollo cumplen de manera informal y esporádi­
ca agrupaciones tales como las cámaras de comercio y turismo, escuelas 
y colegios públicos (a través de campeonatos de fútbol con sus similares 
de Ipiales), y pequeñas agrupaciones culturales. Desde nuestra perspec­
tiva, la ausencia de esfuerzos sistemáticos por fortalecer la vida social co­
mún resulta preocupante. 

En Sucumbías, aunque en menor grado que en Esmeraldas, sí exis­
ten organizaciones sociales que han tomado como una de sus tareas la 
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afirmación de una identidad común con los ciudadanos colombianos. Es 
necesario distinguir aquí entre las organizaciones de la población mesti­
za, y las de los habitantes indígenas de la zona. Entre las primeras están 
grupos barriales, el Consejo Provincial y la Casa de la Cultura, que han to­
mado iniciativas para organizar a la población, presentar demandas ante 
el gobierno nacional, e integrar a los desplazados colombianos en la so­
ciedad local. Entre estos últimos esfuerzos destacan la formación de una 
asociación de colombianos residentes en Lago Agrio, y las iniciativas de la 
Casa de la Cultura de Sucumbías por publicar dos libros sobre la historia 
de Sucumbíos, y la realización de varios eventos culturales dirigidos a 
propiciar el encuentro entre ecuatorianos y colombianos. En cuanto a las 
organizaciones indígenas, destacan la del pueblo Cofán, y la ONISE (Or­
ganización de la Nacionalidad Indígena Siona del Ecuador); ambas orga­
nizaciones han comprobado la presencia en los dos lados de la frontera 
de poblaciones cofán, siona, quichua, awa y kanza, vinculadas entre sí 
por lazos de parentesco y rituales.5O De igual manera, estas organizacio­
nes indígenas -yen algunos casos de campesinos colonos- han sido ope­
rativas en establecer vínculos entre personas desplazadas por la violencia 
en Colombia y Ecuador, y OIM, la Iglesia católica y ACNUR.61 

Habíamos indicado anteriormente que la presión de la sociedad ci­
vil de Sucumbíos y Orellana fue el factor clave para que se incluyeran pro­
yectos de desarrollo local y acciones de fortalecimiento de la sociedad ci­
vil en la política de seguridad del gobierno ecuatoriano. En efecto, los dos 
paros (febrero de 2001 y febrero-marzo de 2002), aun con sus caracterís­
ticas de alta movilización social e incluso violencia, mostraron, en primer 
lugar, la presencia de una sociedad organizada más allá del Estado, pero 
con capacidad para organizarse y otorgar autoridad a los gobiernos loca­
les y, en segundo lugar, el potencial de esa sociedad civil para negociar 
con el gobierno central, llegar a acuerdos y ejecutarlos. Es por tanto im­
portante retomar brevemente el análisis del paro biprovincial de 2002. 

El paro comenzó el 23 de febrero de 2002, y debe considerarse una 
continuación de la movilización social de febrero de 2001. Si bien los go­
biernos locales (el Consejo Provincial de Orellana, varias municipalida­
des de las dos provincias y el Consejo Provincial de Sucumbíos) fueron 
instrumentales en organizar a los activistas de las dos provincias y en pro­
veer la infraestructura física del paro, las organizaciones de la sociedad ci­
vil que participaron en la movilización abarcaron un amplio espectro: 
juntas parroquiales, asociaciones barriales, sindicatos, federaciones estu-

INFORME ESPECIAL 223 



diantiles, grupos de empresarios, agricultores y ganaderos, y la Iglesia ca­
tólica.62 También resulta interesante el tipo de acción social implementa­
do por estas organizaciones para presionar por sus demandas y negociar 
con el gobierno. Las organizaciones crearon dos asambleas provinciales, 
es decir cuerpos constituidos por delegados, que toman decisiones según 
procedimientos parlamentarios.63 Las asambleas tienen el potencial de 
incrementar la incorporación de procedimientos de deliberación demo-

No es posible simplificar el análisis de 
las amenazas a la seguridad democrática, 
económica y humana de los ciudadanos 
ecuatorianos que viven en las provincias 
de Esmeraldas, Carchi y Sucumbíos 
a una clara relación de causa-efecto 
con el conflicto colombiano. 

crática en la población. 
Por otra parte, las asam­
bleas se constituyeron 
en interlocutores direc­
tos con el gobierno cen­
tral, forzando la crea­
ción de mecanismos ad­
hoc de negociación. 
Si bien las mesas de ne­
gociación no son meca­
nismos formalmente es-
tablecidos en la legisla­

ción ecuatoriana, su empleo regular para la negociación de conflictos ha 
mostrado ser eficaz,64 y tienen el potencial para incrementar la legitimi­
dad del gobierno central entre localidades débilmente incluidas en el Es­
tado. Este fue, al menos, el resultado en el caso de Sucumbíos y Orellana; 
las negociaciones llevaron al gobierno central a abandonar su política ini­
cialmente concentrada en la movilización de fuerzas policiales y militares 
para contener las demostraciones de la población, lo cual contribuyó a 
disminuir el nivel de conflictividad y permitió precisar las demandas e in­
tereses en conflicto. Este cambio, a su vez, hizo posible que el gobierno in­
corporara a su agenda de seguridad temas tales como: mejoramiento de 
las condiciones de vida de los campesinos de la zona fronteriza, dotación 
básica de infraestructura, y un cierto control democrático de las poblacio­
nes involucradas sobre la política estrictamente policial y militar del go­
bierno central. 

Conclusión 
La concurrencia de una sociedad civil activa, manifestada en asocia­

ciones de varios tipos, y de VÍnculos culturales históricamente fuertes, ha 
sido frecuentemente señalada como un recurso de gran potencial para 
lograr niveles aceptables de seguridad humana. Ese recurso se encuentra 
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desigualmente presente en las provincias investigadas. Esmeraldas, tanto 
al nivel provincial como local de la frontera en sí, y trans-fronterizo, nos 
parece la provincia con un mayor potencial humano para el manejo yre­
solución de conflictos violentos. 

De entre las otras dos provincias, destaca la pobre correlación entre 
conflictividad violenta abierta, presente en Sucumbíos, pero relativa­
mente ausente en Carchi, y la existencia de una sociedad civil activa, au­
sente en Carchi y presente en Sucumbíos. Al momento actual de la inves­
tigación es difícil comprender y explicar ese hecho; se puede, sin embar­
go, proponer hipótesis tentativas para dar cuenta de las distintas situacio­
nes en las dos provincias. 

La ausencia de activismo social en Carchi, compensado por la pre­
sencia fuerte de la Iglesia católica como organizador social, parecería ha­
ber debilitado también la capacidad de la sociedad en su conjunto para 
negociar la atención de las necesidades de la población tanto con el go­
bierno central ecuatoriano (la presencia de UDENOR es más débil en 
Carchi que en Sucumbíos, por ejemplo) como con organizaciones no gu­
bernamentales. Sin embargo, la cercanía con las poblaciones fronterizas 
colombianas, y el aprendizaje desarrollado en transacciones comerciales 
parecería estar en el origen de algunos de los procesos de adaptación al 
tipo de violencia relativamente amortiguada, que habíamos anotado co­
mo característica de esta provincia. 

En Sucumbíos, la actividad y organización de la sociedad civil se ha 
centrado en conseguir beneficios concretos en infraestructura básica para 
los habitantes de la zona, con lo que ha avanzado la eficacia frente al Esta­
do y al gobierno nacional. Sin embargo, la debilidad o ausencia de lazos 
históricos fuertes entre los habitantes de la provincia y con los ciudadanos 
colombianos, es un factor más que contribuye al estado de cuasi anomia 
e inseguridad que vive la provincia. A ello debe sumarse el hecho de que 
los procesos organizativos sociales en esta localidad son bastante recien­
tes, tanto para las poblaciones mestizas como para las indígenas. 

CONCLUSIONES GENERALES: LAS DIMENSIONES DE 

INSEGURIDAD EN LA FRONTERA NORTE 

No es posible simplificar el análisis de las amenazas a la seguridad 
democrática, económica y humana de los ciudadanos ecuatorianos que 
viven en las provincias de Esmeraldas, Carchi y Sucumbíos a una clara 
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relación de causa-efecto con el conflicto colombiano. Existen amenazas 
derivadas del conflicto colombiano; sin embargo, éstas varían en cuanto 
a su acción y grado de influencia, no solo a través de las dimensiones in­
volucradas (institucionales, económicas y humanas), sino también según 
localidad geográfica. 

Encontramos un espectro de situaciones que varían entre situacio­
nes extremadamente graves, como la de Sucumbías, hasta otras en las 
que los ciudadanos ecuatorianos han creado modos de adaptación a dis­
tintas formas de violencia que comprometen su seguridad física, como es 
el caso de Carchi y Esmeraldas. La interacción de otras dos variables jue­
gan en las diferencias geográficas anotadas: primera, solidez de la presen­
cia institucional del Estado -yen menor medida de otras instituciones-, 
y segunda, la existencia y capacidad de acción de un tejido socio-cultural 
rico, diverso e históricamente continuo. Cuando la presencia institucio­
nal del Estado es débil, y el tejido socio-cultural incipiente o está ausen­
te, el manejo de conflictos asume formas de criminalidad abierta (Su­
cumbías) o relativamente encubierta (Carchi y Esmeraldas). 

La presencia institucional del Estado, a su vez, ha sido afeétada por 
las políticas adoptadas por el gobierno nacional. Las políticas del gobier­
no ecuatoriano, en su diseño inicial, tendieron a ignorar las voces de los 
afectados por su diseño de seguridad, esto creó presiones que han sido 
temporalmente resueltas a través de vinculaciones del tipo patrón clien­
te con agencias estatales (UDENOR) o con organizaciones no guberna­
mentales. El tipo de institucionalidad así creado, y la dependencia finan­
ciera de las agencias gubernamentales y ONG de la asistencia internacio­
nal, resultan problemáticas para la construcción de interacciones coti­
dianas fuertes entre el Estado y los ciudadanos residentes en la frontera. 

Esto no quiere decir que no se esté produciendo institucionaliza­
ción; éste es un proceso cuyos efectos son variables para el gobierno cen­
tral y los gobiernos locales. La institucionalidad que está creando el go­
bierno nacional en la frontera norte está concentrada en núcleos pobla­
cionales pequeños, en mejorar la calidad de la información que el Estado 
posee acerca de su frontera, y en reforzar la presencia militar en la zona. 
El gobierno nacional efectivamente ha mejorado la presencia y coordina­
ción militar en la frontera norte, trasladando el énfasis de la seguridad te­
rritorial de la frontera sur al norte; este proceso ha estado acompañado, 
además, por un incremento en la capacidad de las Fuerzas Armadas para 
contar con información sobre las actividades militares de los grupos irre­
gulares colombianos. 
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Adicionalmente, la creación de UDENOR ha permitido que el go­
bierno nacional cuente con una agencia central capaz de recopilar y usar 
información de relativamente buena calidad acerca de las condiciones 
sociales y de desarrollo de las poblaciones de la frontera norte; aparte del 
hecho de que el gobierno ha aprendido a usar esa información pam con­
seguir asistencia financiera y técnica internacional. Finalmente, y con 
grados de éxito variable, tanto por la nueva presencia militar como por la 
necesidad de las poblaciones de lograr la atención de UDENOR -y del go­
bierno nacional en general- 'sobre sus condiciones de vida, el gobierno 
nacional -aparentemente sin estar preparado y probablemente sin de­
searlo- ha logmdo que se cree una participación más activa de los ciuda­
danos de la frontera norte como demandantes de derechos, bienes, servi­
cios e infraestructura básica. 

Las consecuencias de la nueva institucionalidad para los gobiernos 
locales son variables no solo en relación a su capacidad organizacional, 
sino también en cuanto a su permanencia. Los gobiernos locales de las 
tres provincias, parecería ser, no tienen capacidad para convertirse en 
agentes de desarrollo vinculados a UDENOR, o esta agencia no los con­
sidera socios potenciales; sin embargo, en Esmeraldas, y en menor me­
dida en Carchi, los gobiernos locales podrían tener capacidad para exi­
gir mayor presencia militar y avanzar en iniciativas civiles que potencial­
mente contribuirían a aliviar los efectos del conflicto colombiano sobre 
las poblaciones de ambos lados de la frontera (es el caso de las poblacio­
nes desplazadas, por ejemplo). No es éste el caso, necesariamente, con 
los gobiernos locales de Sucumbíos, que si bien tuvieron un papel desta­
cado en la incorporación de sus demandas a la agenda gubernamental, 
no han logrado en cambio dotar de un orden relativamente seguro para 
sus ciudadanos. 

Los logros tanto del gobierno nacional como de los gobiernos loca­
les tienen oportunidad de consolidarse por la acción de organizaciones 
no gubernamentales presentes en la zona. Este potencial se encuentra, 
sin embargo, amenazado en dos frentes. Primero, por la fuerte dependen­
cia financiera de la asistencia internacional, sin la cual los proyectos de 
desarrollo y los incipientes procesos de organización de los campesinos 
de las zonas en conflicto, especialmente, no tendrían continuidad. Una 
debilidad similar enfrenta UDENOR. 

Una segunda fuente de amenaza es la débil recuperación económi­
ca del Ecuador en su conjunto, que ha afectado de manera significativa al 
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pequeño comercio y al turismo en la frontera. Debe recordarse que aun si 
el Estado pudiese lograr un mejor control territorial, nuevas formas de 
presencia institucional, e incluso iniciar procesos de desarrollo que bene­
ficien a los habitantes de la frontera norte, el efecto recesivo de las políti­
cas macro económicas del gobierno ecuatoriano han reducido el merca­
do en la frontera, tanto del lado de la oferta (menos producción de bienes 
y servicios, y por tanto menor empleo) como del de la demanda (menor 
poder adquisitivo de los consumidores). Es necesario además tomar en 
consideración que no solo los mercados existentes en la frontera norte 
son pequeños, sino que además han demostrado ser fuertemente vulne­
rables a la crisis económica ecuatoriana (contracción del crédito, el em­
pleo y la productividad) ya los factores derivados de la violencia colom­
biana (como por ejemplo, el paso del comercio binacional de vías terres­
tres a marítimas). 

Es innecesario repetir la descripción tanto de la criminalidad como de 
los potenciales recursos que se encuentran en el tejido socio-cultural de la 
región, sin embargo, sí es preciso indicar que esos altos Índices de crimina­
lidad no solo que atentan contra la vigencia del Estado de Derecho en la zo­
na, sino también con la capacidad de las comunidades de la frontera para 
trabajar en coordinación con organismos internacionales y nacionales en 
acoger y, lo que es más importante, proteger a las poblaciones colombianas 
y ecuatorianas forzadas a desplazarse por la violencia. Hasta el momento, 
la presencia de fuertes identidades culturales (Esmeraldas), y la acción cla­
ve de la Iglesia católica han cumplido un rol decisivo para alcanzar los ob­
jetivos de una política de seguridad humanitaria hacia los desplazados co­
lombianos, pero la incapacidad del Estado para controlar y disminuir la 
violencia criminal está erosionando a la una, y haciendo más difícil el tra­
bajo de la otra. En este último aspecto es necesario resituar el rol del Esta­
do en la región; éste tiene la obligación de garantizar los derechos básicos 
de los ciudadanos. Esta obligación no puede ser delegada en los gobiernos 
locales, las organizaciones de la sociedad civil, o incluso las Fuerzas Arma­
das; solo el Estado, a través de una fuerza policial eficiente, protegida, res­
petuosa de los Derechos Humanos y acompañada de un sistema de justi­
cia adecuado, puede cumplir ese papel. Los datos analizados en el presen­
te informe nos permiten asegurar que la política de seguridad adoptada 
por el gobierno ecuatoriano no ha logrado que las garantías institucionales 
a los derechos básicos de las personas se consoliden en la región. 
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Anexo 1 
Entrevistas realizadas según localidad 

y tipo de organización 

Nacional TIpo Cargo del 
Institución entrevistado 

COSENA Seguridad, Dirección de 
(Consejo de 
Seguridad Nacional) 

gobierno 
nacional 

Inteligencia 

UDENOR Agencia estatal, Presidente ejecutivo 
(Unidad de Desarrollo adjunta a la Presidencia 
del Norte) . de la República 

Ministerio de Agencia estatal, Dirección de 
Educación gobierno nacional Estadísticas 

Lago Agrio (Sucumbíos) 

Municipio Gobierno local Alcalde 

Consejo Provincial Gobierno local Prefecto 
de Sucumbíos 

Empresa Eléctrica Agencia estatalllocal Director técnico 
de Sucumbíos 

ISAMIS (Iglesia de San No gubernamental, Jefe de Programa 
Miguel de Sucumbíos) Iglesia católica de Refugiados 

ONISE (Organización de No gubernamental Coordinador 
la Nacionalidad Indígena encargado 
Secoya del Ecuador) 

Federación de No gubernamental Presidenta 
Cámaras de la 
Producción 

Federación de No gubernamental Presidente 
Comerciantes Minoristas 

ACNUR Internacional Responsable 
de Sucumbíos 

Escuela Fiscal Gubernamental Rector 
de Lago Agrio 

Tulcán, Carchi 

Dirección Provincial, Gubernamental Directora provincial 
MBS 
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Nacional TIpo Cargo del 
Institución entrevistado 

Jefatura Provincial, Gubernamental Jefe provincial 
Policía Nacional Antinarcóticos 

Defensoría del Pueblo Gubernamental Defensor del Pueblo 

Gobernación de la Gubernamental Gobernador 
Provincia del Carchi 

Departamento de Gubernamental Director encargado 
Nacionalización del 
VI Distrito de la 
Corporación Aduanera 
Ecuatoriana 

Banco Nacional Gubernamental Gerencia 
de Fomento 

Municipio de Thlcán Gobierno local Alcalde 
Consejo Provincial 
del Carchi Gobierno local Prefecto 

Pastoral Social de la No gubernamental, Vicario episcopal, 
Diócesis de Thlcán Iglesia católica coordinador 

Diario del Norte No gubernamental Subdirector 

Cámara de Comercio 
deThlcán No gubernamental Presidente 

Asociación de 'lhmsporte No gubernamental Presidente 
Pesado del Carchi 

Cámara de Thrismo 
deThlcán 

No gubernamental Presidente 

Cruz Roja Tulcán No gubernamental Representante zonal 

Junta Provincial de No gubernamental Coordinador 
Seguridad Ciudadana 
y Defensa Civil 
delCarchi 

Fundación Sara No gubernamental Presidente 
Espíndola 

Esmeraldas y San Lorenzo, Esmeraldas 

Gobernación Gubernamental Gobernador 

Comando Gubernamental Jefe del Comando 
de Operaciones Norte 
de Esmeraldas 
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Jefatura Provincial de Gubernamental Jefe provincial 
Migración 

Defensoría del Pueblo Gubernamental Defensor del Pueblo 

Jefatura de Policía, Gubernamental Jefe 
San Lorenzo 

Capitanía del Puerto, Gubernamental Jefe de Puerto 
San Lorenzo 

Consejo Provincial Gobierno local Vicepresidente 
de Esmeraldas 

Municipalidad Gobierno local Concejal 
de Esmeraldas 

Alcaldía de San Lorenzo Gobierno local Alcalde 

Curia de Esmeraldas No gubernamental Coordinadora· 
de Refugiados 

ACNUR-Curia, No gubernamental Coordinador 
San Lorenzo 

OIM Enlace No gubernamental Enlace con la 
San Lorenzo sociedad civil 

Asociación Solidaridad No gubernamental Coordinadora 
y Acción, Esmeraldas 

Aldea de Niños No gubernamental Director 

Consejo Regional de No gubernamental Presidenta 
Palenques/Movimiento 
Afroecuatoriano, 
San Lorenzo 

FEDARPOM/ No gubernamental Presidente 
Movimiento 
Afroecuatoriano, 
San Lorenzo 

FEPP Esmeraldas No gubernamental Coordinador 

Consulado Gubernamental, 
de Colombia Colombia Cónsul 
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Anexo 2 
Información levantada según área temática 

Área de trabajo Indicadores Técnica de 
levantamiento 

Institucional 1) Presencia de oficina o Encuesta a autoridades 
ffoyectos coordinados por locales: alcaldes, prefectos, 

DENOR. presidentes de juntas 
2) Servicios públicos: parroquiales. 
Número y localización de 
escuelas públicas en área de Recopilación de información 
frontera. existente. 
Número y tipo de carreteras 

Consulta al SISE. existentes. 
Número y localización de 
hospitales, centros de salud 
y otros servicios de salud 
pública. 
3) Organización político-
administrativa: 
Existencia reconocida de juntas 
parroquiales, organizaciones 
cantonales y oficinas del Consejo 
Provincial. 

Seguridad 1) Derechos Humanos: presencia Encuesta a autoridades 
de organizaciones especializadas locales y organismos de la 
en Derechos Humanos y sociedad civil. 
poblaciones desplazadas Proyecto UASB de 
Información sobre violaciones de Derechos Humanos. 
Derechos Humanos. 
2) Presencia militar ecuatoriana. Información oficial. 
3) Criminalidad. Información oficial. 

Fuentátic área 
geogr Ica 

Encuesta in situ. 
Información oficial 
de ministerios de 
Educación, Salud, 
Obras Públicas. 
Bases de datos 
oficiales, de 
organismos 
internacionales. 

Encuesta in situ. 
Información oficial 
disponible. 
Informes sobre 
Derechos Humanos 
y refugiados 
disponibles en 
ACNUR,ONG. 
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Comercio 

Tejido socio­
cultural 

1) Comercio: 
Presencia de puestos de aduanas, 
puertos y otros puestos de paso 
comercial internacional. Registros 
estadísticos. 
Presencia de cooperativas de 
transporte terrestre y lo fluvial. 
2) Registro de actividades 
permanentes, o por temporada 
de flujo de mercancías, mano de 
obra o turistas. 
3) Condiciones de vida: empleo 
y salarios. 
4) Crédito. 

Encuesta a autoridades locales. 

Entrevistas a 
comerciantes de la zona. 

Encuesta de opini6n 
a empresas. 

Entrevistas a bancos 
de la zona. 

Informaci6n oficial de 
las distribuidoras de 
energía sobre consumo. 

Comprobaci6n de la existencia Encuesta a las autoridades 
de organizaciones de empresarios locales. 
locales con relaciones claramente 
establecidas con contrapartes 
colombianas. 
Comprobaci6n de la existencia de Entrevistas con los dirigentes 
organizaciones culturales que de tales asociaciones. 
tomen en cuenta la relaci6n con 
comunidades fronterizas colombianas. 
Comprobaci6n de la existencia de 
archivos de historia oral, memorias 
(publicaciones) que explícitamente 
incorporen la noci6n de una 
comunidad viviendo de los dos 
lados de la frontera. 

Registros oficiales 
de esas' empresas 
en las respectivas 
localidades. 
Archivos de la 
Federaci6n Nacional 
de Transportistas del 
Ecuador. 
Archivos del Ministerio 
de Turismo. 
Archivos de las 
cámaras de Turismo, 
Comercio y otras 
actividades en la zona. 
Informaci6n oficial 
de las distribuidoras 
de energía sobre 
consumo. 

Encuestas in situ. 
Archivos de las 
organizaciones 
empresariales 
existentes. 

Entrevistas in situ. 
Archivos de las 
organizaciones en 
cuesti6n. 
(publicaciones, 
folletos, registros 
de eventos, etc.) 



Anexo2.A 
Encuesta para autoridades y lideres de la sociedad 

civil de la frontera ecuatoriano colombiana 

Datos generales 

1. Nombre de la organización: 

2. TIpo de organización: 
1. No gubernamental 
2. Municipio 
3. Consejo Provincial 
4. Dirección Nacional de Defensa Civil 
5. Fuerzas Armadas ecuatorianas 
6. Otra organización gubernamental. 

3. ¿Qué cargo ocupa Ud. en su organización? 
1. Alcalde 
2. Prefecto 
3. Concejal 
4. Consejero 
5. Asesor del Alcalde o Prefecto 
6. Jefe de Departamento (anote el nombre del departamento u oficina) 
7. Presidente o Secretario General o equivalente para organizaciones civiles. 
8. Director o Jefe de una organización gubernamental 
9. Otros (especifique) 

Institucional 
4. ¿Cuáles han sido los principales efectos en esta su comunidad (alternativa­

mente aquí en la ciudad, aquí en la provincia) de la situación de violencia que 
se vive en Colombia? 

5. ¿Cómo se han sentido esos efectos en su organización? 

6. ¿Qué ha hecho su organización para manejar esos efectos? 

7. ¿Con qué otras organizaciones coopera su organización para enfrentar los 
efectos de la violencia en Colombia? (Pídale al informante que identifique a 
cada organización por su nombre y si es posible tipo de institución: militar, 
Defensa Civil, gubernamental, privada, ONG, etc.) 

8. ¿Existen aquí en ............ proyectos coordinados o financiados por UDENOR? 
(Si existen, pídale al informante que identifique el tipo de proyecto de que se 
trata). 

Seguridad ciudadana 

9. ¿Existen aquí en ............ instalaciones o proyectos para acoger a pobladores 
colombianos desplazados? (Si el informante responde que sí, pregunte 10). 
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10. ¿Diría Ud. que esas instalaciones son suficientes y adecuadas? 
11. ¿Ud. o su organización han sido contactados por ACNUR (Alto Comisionado 

de las Naciones Unidas para Refugiados)? 

12. ¿Para qué fue ese contacto? 
13. ¿Tiene su organización datos sobre el número de colombianos que actual­

mente viven en esta ciudad? 
14. (En caso de que la persona espontáneamente mencione un número) ¿Es ese 

número mayor que el que había hace dos años? 
15. ¿Cree Ud. que ha aumentado el número de crímenes (asaltos, robos, secues­

tros de ganado, secuestros de personas, etc.) en esta ciudad? 
16. ¿Cree Ud. que la causa de ese aumento es porque hay más personas colom­

bianas viviendo en la ciudad? 
Información sobre actividad comercial 
7. ¿Hay una actividad comercial frecuente entre esta ciudad y ciudades o pue­

blos colombianos? 
18. ¿En qué áreas? (señale todas las que indique el entrevistado). 

1. Comercio mayorista 
2. Comercio minorista 
3. Cambio de moneda 
4. Turismo 
5. Trabajadores 
6. Otros (especifique) 

19. Solo para dueños de hoteles o restaurantes o representantes de cámaras o 
asociaciones turísticas (hoteles, restaurantes, etc.) ¿Cuántos turistas colom­
bianos están actualmente en su establecimiento? 

20. ¿Es ese un número normal para esta época del año? 
21. Solo para representantes o miembros de cámaras o asociaciones de comer­

cio. ¿Cuánto depende el comercio de esta ciudad de las relaciones comercia­
les con Colombia? 

22. En comparación con lo que ocurría hace dos años, diría Ud. que el comercio 
con Colombia ha crecido, se ha mantenido igual o ha disminuido? 

23. Para todos los Informantes. ¿Cuál de los siguientes factores diría Ud que es el 
que más ha afectado a los negocios de esta ciudad con Colombia? 
1. Los precios de los productos y servicios ecuatorianos son más altos que 

los de los colombianos. 
2. Los precios de los productos y servicios ecuatorianos son más bajos que 

los de los colombianos. 
3. La situación de violencia en Colombia. 
4. La inseguridad del Ecuador. 
5. La inseguridad de Colombia. 
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6. Otros (especifique). 
Tejido socio-cultural 

24. ¿Hay aquí en esta ciudad familias ecuatorianas que tienen parientes colom-
bianos? 

25. ¿Cuán común es esa situación? 

26. ¿Es habitual tener un compadre colombiano? 

27. ¿Existen aquí en esta ciudad asociaciones, clubes deportivos u otras organiza­
ciones a las que pertenezcan tanto ecuatorianos como colombianos? (En caso 
de que el entrevistado responda afirmativamente, pregunte por el nombre de 
esa asociación) 

28. ¿Existen aquí en esta ciudad asociaciones o clubes dedicados a recoger y pre­
servar la historia o la memoria de la ciudad? (En caso de que el entrevistado 
responda afirmativamente, pregunte por el nombre de esa organización). 

NOTAS 
1. U .S. Department of State, International Information Services, Fact Sheet: Andean 

Regional Initiative, 25 March, 2002, http://usinfo.state.gov/topical/global­
/drugs/02032502.htm. La traducción es de Pablo Andrade. 

2. Según el Departamento de Estado (véase nota 1), la asistencia para el Ecuador 
dentro de la ARI asciende a un total de USD 46 855 millones, de los cuales USD 
15 000 millones serán destinados a operaciones anti-narcóticos y seguridad y 
USD 31855 millones a asistencia para el desarrollo económico. 

3. Consejo Nacional de Seguridad de la República del Ecuador, "Política de Seguri-
dad para la Frontera Norte", 27 de febrero de 2002, pp. 1-3. 

4. Véase Anexo lo 
5. Véase Anexo 2. 
6. La Constitución ecuatoriana reconoce la existencia de sujetos colectivos, deno­

minados "pueblos" o "nacionalidades", y garantiza sus derechos colectivos. Los 
pueblos y nacionalidades indígenas y afroecuatorianos se encuentran política­
mente representados en el CODENPE (Consejo de Desarrollo de las Nacionali­
dades y Pueblos del Ecuador). 

7. Según el PNUD, en 1999 la población de Esmeraldas estaba compuesta por 51,2 
por ciento de afroecuatorianos, 1,2 por ciento de indígenas, y 47,6 por ciento de 
mestizos. La composición étnica de Sucumbíos para ese mismo año era de 11,7 
por ciento, siendo el resto de mestizos y afroecuatorianos de reciente migración. 

8. Así, en la introducción del "Informe del primer año de gestión, marzo 2001-mar­
zo 2002", publicado por la Unidad de Desarrollo del Norte (UDENOR), la princi­
pal agencia gubernamental a cargo del desarrollo de la frontera se lee como mo­
tivo de su creación: « ••• nuestro país es extremadamente vulnerable al narcotrá­
fico internacional ... lo que sumado a precarias condiciones de vida de los habi­
tantes de la frontera norte son caldo de cultivo para el inicio de actividades de 
narcotráfico y delitos conexos ... Esmeraldas, Carchi (y) Sucumbíos, provincias 
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ubicadas en la frontera norte del Ecuador, muestran índices de pobreza y nece­
sidades básicas insatisfechas muy altos ... " (UDENOR, 2002, pp. 10-11). 

9. Consejo Nacional de Seguridad, op. cit., pp. 5-7. 
10. Las entrevistas realizadas para la presente investigación y las observaciones he­

chas por el equipo de trabajo de campo confirman que UDENOR no tiene ofici­
nas o representantes oficiales en las áreas donde desarrolla su trabajo. 

11. Véase nota 6. 
12. Además de las tres provincias consideradas en el presente informe, la "autori­

dad" de UDENOR incluye las provincias de Imbabura, Orellana y Napo. Como 
puede verse en el mapa 1. estas provincias no pueden ser consideradas linútro­
fes usando un criterio geográfico. su inclusión en el programa que maneja UDE­
NOR siguió un criterio político: implementar "proyectos de desarrollo" en pro­
vincias que también tienen déficit significativos de bienes y servicios públicos, 
aprovechando el interés internacional sobre el país. La divergencia entre crite­
rios geográficos y criterios políticos puede seguirse en los decretos ejecutivos 
que crearon a UDENOR, primero en agosto de 2000 (D.E. No. 640), y luego en 
marzo de 2001 (D.E. No. 1357). para finalmente "incluir a la provincia de Imba­
bura entre los beneficiarios del Programa de Desarrollo" en diciembre de 2001 
(D.E. No. 2146). 

13. UDENOR, op. cit., p. 27. 
14. [bid., p. 29. 
15. Esta incorporación tardía queda clara en el informe de actividades de USAID, la 

principal fuente de financiamiento de UDENOR y de la totalidad de los proyec­
tos llamados de "fortalecimiento de la sociedad civil". El informe de USAID pre­
cisa: "A febrero de 2000 OIM [la Organización Internacional para la Migración, la 
ONG encargada de ejecutar el Programa de Desarrollo de la Frontera Norte de 
AID] ha establecido un procedimiento de implementación rápida de proyectos 
de construcción de sistemas de aprovisionamiento de agua y caminos ... OIM Y 
USAID están colaborando cercanamente con UDENOR para incorporar activi­
dades rápidas de generación de ingresos que no fueron previstas originalmente. 
La duración de este componente dirigido a crear "barreras económicamente 
productivas" a la difusión de la economía de la coca dependerá del monto de 
fondos adicionales que se vuelvan disponibles en los años fiscales 2001 y 2002 
bajo la ARI" (http://www.usaid.gov/countryllac/ec/518-013.html p. 2. La tra­
ducción y el destacado son OOos). 

16. Esta última afirmación podría parecer precipitada; sin embargo, cuando se exa­
mina la sección del informe de UDENOR que contiene la ficha técnica de los 
proyectos. en el caso de los proyectos que llevan a instalar infraestructura física, 
queda claro qué agencia del gobierno local o nacional, u ONG, cuidará del man­
tenimiento de lo instalado. No sucede lo mismo con los proyectos de "fortaleci­
miento de la sociedad civil", los cuales ni siquiera tienen ficha técnica (op. cit., 
pp. 69-81). 

17. USAID, 2002, p. 2. Y UDENOR. 2002, p. 6. 
18. UDENOR ha logrado convenios de cooperación financiera por un monto de 

USD 266,4 millones, de los cuales 50,18 por ciento son donaciones, y 36,85 por 
ciento son créditos. El 28,45 por ciento de las donaciones corresponde a fuentes 
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americanas, el 38,18 por ciento a la Comisión Europea. La totalidad de los crédi­
tos son concedidos por el BID (UDENOR,op. cit., pp. 45-47). 
Estas observaciones se confirman con la percepción que tiene UDENOR de su 
relación con las poblaciones beneficiarias, quienes no son concebidas como ac­
tores de su propio cambio, sino como "cUentes". 
OIPAZ, "Testimonios de Frontera. Derechos Humanos y Plan Colombia", Quito, 
2002, p. 13. Diálogo 21, documento "Asamblea Biprovincial Orellana-Sucumbíos, 
Acuerdo", marzo 2 de 2002. 
OIM, "Resultados Obtenidos de la Investigación en Coordinación con la OIT", 
noviembre de 2001, documento fotocopiado. 
El FEPP se define como una fundación privada con acción social, auspiciada por 
la Conferencia Episcopal Ecuatoriana. En este sentido, no es parte de la Iglesia 
catóUca, puede tomar decisiones autónomamente, sus fuentes de financiamien­
to son diversas e incluyen a varias otras iglesias, pero su directorio está presidi­
do por un Obispo. Véase FEPP. Presentación, ¿Quiénes somos y qué hacemos?, 
Quito, 2000, pp. 3, 11-13. 
FEPP. Informe Anual de 2000, "De Cambiar se Puede a Cambiar se Debe", Quito, 
2000. 
Informe de campo San Lorenzo. 
Informe de campo Lago Agrio. 
OIM, "Estadísticas de Migración y Refugiados, marzo de 2002", documento foto­
copiado. 
OIM, "Informe de Evaluación sobre Desplazados, Refugiados de Colombia en el 
Cantón San Lorenzo", documento fotocopiado, s.f. 
OIM, "Dinámicas Migratorias en la Provincia del Carchi", documento fotocopia­
do, s.f. 
ISAMIS, "Estadísticas sobre refugiados en Sucumbíos", documento fotocopiado, 
s.f. 
OIM, "Dinámica Migratoria Fronteriza Colombo-Ecuatoriana (Provincia de Su­
cumbíos)", marzo de 2002, documento fotocopiado. 
OIPAZ, "Testimonios de Frontera. Derechos Humanos y Plan Colombia", Quito, 
2002. 
Entrevista con el Defensor del Pueblo en Esmeraldas. 
Center for International PoUcy, "Just the Facts" e "International poUciy report, 
Ecuador" en http:// www.ciponllne.org. Según informes de prensa, las operacio­
nes antinarcóticos se realizan en coordinación entre el Ejército y el Grupo Espe­
cial Móvil Antinarcóticos (GEMA) de la PoUcía Nacional, entrenado por Estados 
Unidos (El Comercio, 3 de diciembre de 2001, p. A-7). 
COSENA, "Política de Seguridad para la Frontera Norte", febrero de 2002, docu­
mento fotocopiado, pp. 7-8. Nótese que el documento confunde bajo la denomi­
nación de "Fuerza PúbUca" tanto a las Fuerzas Armadas como a la PoUcía Nacio­
nal. 
Según informaciones de prensa, existen o están planificados CENAF en Santa 
Bárbara, La Bonita (Carchi), General Farfán, Puerto Nuevo, Palma Roja y Puerto 
El Carmen de Putumayo (El Universo, 25 de febrero de 2002, p. 25). 
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36. El dO'cumentO' del COSENA precisa que se debe "reO'rganizar y refO'rzar el Co-
mandO' PrO'vincial de SucumbíO's y Orellana" (p. 8). 

37. El Comercio, 3 de diciembre de 2001, p.A-7. 
38. El Comercio, 9 de mayO' de 2002, p. A-8 .. 
39. OIPAZ, op. cit., p. 28. 
40. !bid., p. 29. 
41. !bid., pp. 32-33. 
42. !bid., 
43. OIPAZ, op. cit., p. 33. 
44. !bid., p. 34. Véase también lO'S infO'rmes sobre el secuestrO' de hacendadO's del 

Carchi en juniO' y diciembre de 2001, el asesinatO' del Teniente PO'líticO' de San lo­
renzo y su familia en agO'stO' de 2001, y lO'S atentadO's cO'ntra un equipO' de periO'­
distas, en O'ctubre de 2000, cO'ntra una cO'munidad campesina en General Fañán 
en abril de 2000, cO'ntra el cuartel de Policía en LagO' AgriO' en abril de 2001, cO'n­
tra el PrefectO' de SucumbíO's en O'ctubre de 2001, yen ese mismO' mes cO'ntra el 
Intendente de PO'licía en LagO' AgriO' (SucumbíO's). El Universo, 29 de O'ctubre de 
2001,p.5. 

45. OIPAZ, op. cit., p. 36. Según esta misma fuente, y lO' repO'rtadO' PO'r lO'S entrevista­
dO's, el asesinatO' del Teniente Político de Mataje y su familia, en abril del añO' pa­
sadO', fue un excepciO'nal "ajuste de cuentas" (venganza) perpetradO' PO'r la gue­
rrilla. 

46. !bid., Y p. 37. 
47. Jefatura de la PO'licía Judicial del Carchi, "Estadísticas de detenidO's PO'r diferen­

tes causas registradas en la Jefatura de la PO'licía Judicial cO'rresPO'ndientes a los 
meses de marzo de 2001 a marzO' de 2002", dO'cumentO' fO'tocO'piadO'. 

48. !bid. Un repO'rtaje del diariO' El Comercio cO'nfirma la existencia de prácticas de 
extO'rsión PO'r amenaza de secuestrO', así comO' el desarrO'llO' de acuerdO's infO'r­
males entre ganaderO's de la zO'na y gruPO'S de delincuentes para prevenir el ser 
secuestradO's. Según este repO'rtaje, en lO'S diez meses anteriO'res al repO'rtaje ha­
brían O'curridO' tres secuestrO'S, lO'S cuales serían excepciO'nales y mO'strarían más 
bien fallas en el modus vivendi, puestO' que en cinCO' casO's a lO'S que tuVO' accesO' 
el diariO', lO'S ganaderO's repO'rtaban haber recibidO' amenazas de secuestrO' y es­
tablecidO' un sistema de pagO's mensuales, que O'scilan entre 1 000 Y 1 500 dóla­
res, a lO'S PO'tenciales secuestradO'res para evitar que lO'S secuestrO's se prO'duzcan. 
De acuerdO' cO'n el repO'rtaje, las áreas dO'nde se habría establecidO' esta cO'nvi­
vencia son el cantón MO'ntúfar (la principallO'calidad ganadera de la prO'vincia), 
PO'bladO's cercanO's a 1Wcán y la parte nO'rO'riental de la provincia. Véase El Co­
mercio, 1 de mayO' de 2002, p. A-7. 

49. La prO'tección preferencial para quienes trabajan cO'n OCP también fue repO'rta­
da PO'r OIPAZ. 

50. Según infO'rmes de la O'ficina consular de CO'lombia en Esmeraldas y la Jefatura 
de Migración de Esmeraldas. 

51. Según la Federación de Comerciantes Minoristas, el vO'lumen de ventas, e inclu­
so el númerO' de negO'ciO's dedicadO's al pequeñO' cO'mercio, descendió en un 60 
PO'r ciento en lO'S últimO'S dO'S añO's. 
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52. La OIM reporta que la presencia del OCP ha contribuido a incrementar la infla­
ción en la zona. 

53. De acuerdo con información de prensa que cita como fuente al Comandante del 
Ejército Ecuatoriano, a mayo de 2p02, las AUC habrían desplazado a las FARC co­
mo el grupo irregular dominante en el área; sin embargo, ese desplazamiento 
había dejado a 1 700 efectivos de la AUC y cerca de 1 000 hombres de las FARC 
operando en el área (El Comercio, 28 de mayo de 2002, p. A-8). 

54. Cifras proporcionadas por operadores de turismo de la región y la Gerencia Na­
cional de Planificación y Cooperación Externa del Ministerio de Thrismo del 
Ecuador. 

55. El número de personas que ingresan o salen por el aeropuerto de Th.lcán es mí­
nimo, yen todo caso las estadísticaS no permiten registrarlos, porque estos ca-
sos usualmente se reportan en los aeropuertos de Quito y Guayaquil. . 

56. OIM, op. cit., pp. 23-24. 
57. Mesa de Diálogo entre el Gobierno Nacional y la Asamblea Biprovincial Sucum­

bíos-Orellana, "Acta de Acuerdos y Compromisos", 16 de marzo de 2002. Tam­
bién Congreso Nacional, Resolución R22-098, 5 de julio de 2001. 
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